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1.- Presentación

El  adecuado funcionamiento de nuestros mercados, lo que incluye la protección de la

competencia y de los consumidores, es un objetivo fundamental del Derecho y, por tanto,

también de esta Comisión Gallega de Competencia. 

Esta Autoridad Autonómica es un órgano colegiado independiente, adscrito al Instituto

Gallego del Consumo y de la Competencia, y ejerce, de acuerdo con la norma reguladora

del  Instituto  Gallego  del  Consumo  y  de  la  Competencia,  de  sus  estatutos  y  demás

normativa, la aplicación en la Comunidad Autónoma de Galicia de la Ley 15/2007, de 3 de

julio, de defensa de la competencia, según los criterios establecidos por la Ley 1/2002, de

coordinación de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas en materia

de defensa de la competencia. 

La Comisión Gallega de la Competencia es la Autoridad de Competencia en Galicia, que se

configura, como se recoge en el artículo 38 de la Ley 14/2013, de 26 de diciembre, de

racionalización  del  sector  público  autonómico  de  Galicia,  como  el  órgano  colegiado

independiente encargado de la aplicación en la Comunidad Autónoma de Galicia de la Ley

15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia (LDC). Las previsiones recogidas en

dicha ley 14/2013 son desarrolladas en el Decreto 118/2016, de 4 de agosto, por el que se

crea el Instituto Gallego del Consumo y de la Competencia y se aprueban sus estatutos.

La razón de la aparición de las autoridades autonómicas de competencia a partir de los

inicios de este siglo encuentra su razón de ser en la sentencia del Tribunal Constitucional

208/1999 de 11 de noviembre, que resolvió dos recursos de inconstitucionalidad respecto

de la anterior LDC (ley 16/1989, de 17 de julio). Esta sentencia reconoció “competencias

ejecutivas” (no legislativas, que corresponden al Estado central) en materia de derecho de

la  competencia  a  las  Comunidades  Autónomas,  pero  limitada  a  las  que  deban  de

realizarse dentro del territorio de esa Comunidad Autónoma y no a las que afectasen al

mercado de varias Comunidades Autónomas, en cuyo caso correspondería al Estado.
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Esta Sentencia del  Tribunal Constitucional dio lugar al establecimiento de un sistema

administrativo  de  aplicación  de  la  legislación  nacional  de  defensa  de  la  competencia

territorialmente  descentralizado,  en  el  que  el  Estado  Central  y  las  Comunidades

Autónomas  asumen competencias  ejecutivas  exclusivas  y  excluyentes  para  el  control,

persecución y sanción de las conductas restrictivas de la competencia.

Los  efectos  del  fallo  del  Tribunal  Constitucional  se  tradujeron  en  la  necesidad  de

establecer,  mediante  Ley  estatal,  el  marco  para  el  desarrollo  de  las  competencias

ejecutivas  del  Estado y  las  Comunidades Autónomas  previstas  en la  LDC (que fue  la

referida Ley 1/2002).

Para  fijar  esa  distribución  la  ley  establece  los  puntos  de  conexión  que  delimitan

genéricamente  el  ejercicio  de  las  competencias  por  parte  del  Estado  y  de  las

Comunidades Autónomas. Estos puntos se basan la Sentencia del Tribunal Constitucional

de 11 de noviembre de 1999 según el cual, la competencia objetiva que cabe atribuir a las

Comunidades Autónomas en materia de defensa de la competencia se halla limitada a

aquellas  actuaciones  ejecutivas  que  hayan  de  realizarse  en  el  territorio  de  cada

Comunidad Autónoma y que no afecten al mercado supraautonómico. Ello implica que la

competencia del Estado se extiende no sólo a la normación, sino también a todas las

actuaciones  ejecutivas  en  relación  con  aquellas  prácticas  que  puedan  alterar  la  libre

competencia  en  el  ámbito  supraautonómico  o  en  el  conjunto  del  mercado  nacional,

aunque tales actuaciones se realicen en el territorio de una Comunidad Autónoma.

En la consecución de estos fines, la Comisión desempeña la función de instruir y sancionar

las conductas empresariales prohibidas por los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 15/2007, del 3 de

julio,  de  defensa  de  la  competencia  (LDC)  y  que  tengan  efectos  únicamente  en  la

Comunidad Autónoma de Galicia.

En  particular,  le  corresponde  a  la  Comisión  la  instrucción  y  la  resolución  de  los

procedimientos que se tramiten sobre conductas relativas a:

a) Acuerdos, decisiones o recomendaciones colectivas, o prácticas concertadas o

conscientemente paralelas, prohibidas en el artículo 1º, de la LDC.
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b) Conductas de explotación abusiva por una o varias empresas de su posición de

dominio en el mercado, prohibidas por el artículo 2º de la LDC.

c) Actos de competencia desleal que por falsear la libre competencia afecten al

interés público, prohibidos por el artículo 3º de la LDC.

Al mismo tiempo, la Comisión Gallega de la Competencia ejerce las siguientes funciones:

a) Colaboración y coordinación con la Comisión Nacional de la Competencia de la

Administración General del Estado (CNC) y con los Juzgados del Mercantil, en los

procedimientos de aplicación de la legislación de competencia

b) Elaboración de informes en materia de control de ayudas públicas

c) Funciones de arbitraje que le soliciten los operadores

d) Funciones  consultivas  sobre  cuestiones  relacionadas  con  la  defensa  de  la

competencia, a instancia de las Administraciones Públicas o de las asociaciones de

empresarios o de consumidores

e) Función  de  promoción  de  la  competencia  efectiva  en  los  mercados  de  la

Comunidad Autónoma de Galicia mediante la elaboración de informes generales

sobre la competencia o sobre determinados sectores económicos y el seguimiento

de los efectos sobre los mercados de las actuaciones públicas, emitiendo, en su

caso,  propuestas  normativas  para  la  remoción  de  los  obstáculos  para  la

competencia derivados de la actuación pública

f) Función de asesoramiento y representación

Sentado lo anterior, esta memoria recoge su actividad a lo largo del año 2022, durante el

cual el Pleno se ha reunido en 14 ocasiones y ello ha tenido como resultado las acciones

que se detallarán a continuación.

Así,  esta  memoria  se  dividirá  en  cuatro  apartados,  siendo el  segundo el  de  principal

relevancia, con dos sub-capítulos, el primero respecto a promoción de la competencia y,

el segundo, sobre su defensa. En el primero de los referidos sub-capítulos se incluirán, no

solo  los  informes  más  específicos  sobre  promoción  de  la  competencia,  sino  también
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aquellos de carácter consultivo y normativo, por entenderse que asimismo conforman y

enriquecen dicha función.
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2.- Análisis de actividades de la CGC durante el año 2022

2.1- Actividades de promoción de defensa de la competencia

Las siguientes tablas representan la actividad de la CGC en materia de promoción de la

competencia, lo que abarca tanto el desarrollo de informes específicos de promoción de

la competencia (IPRO), de función consultiva (IFC), y de proyectos normativos (IPN), como

las actividades de difusión.

Cuadro 1.- Resumen de las actividades de promoción de defensa de la competencia

INFORMES 

Nº TIPO DATA NOME

1/2022 Promoción  de  la

competencia (IPRO)

11/02/2022 Posición  del  Pleno  sobre  el

establecimiento  de  un  sistema  de

índices  de  referencia  del  precio  de

alquiler  de  la  vivienda  recogido  en  el

proyecto  de  Ley  por  el  Derecho  a  la

vivienda

2/2022 Promoción  de  la

competencia (IPRO)

27/06/2022 Municipios  y  competencia:  “El  impacto

de  las  actuaciones  públicas  sobre  la

competencia”.  La  prórroga  de  las

concesiones de los servicios públicos

3/2022 Promoción  de  la

competencia (IPRO)

29/12/2022 La  concentración  bancaria  en  Galicia

desde  el  punto  de  vista  de  la

competencia

1/2022 Función  consultiva

(FC)

05/04/2022 Consulta sobre protocolo de la cadena

de suministro para la protección de las

explotaciones  de  vacuno  de  carne

adheridas  a  la  indicación  geográfica

protegida ternera gallega

MEMORIA 2022 COMISIÓN GALLEGA DE LA COMPETENCIA 9



INFORMES 

Nº TIPO DATA NOME

2/2022 Función  consultiva

(FC)

14/06/2022 Consulta a la extensión de la norma de

la  asociación  de  cerco  de  Galicia

(ACERGA OPP-82) a los productores que

desembarquen  y  comercialicen  jurel

procedente de las capturas de flota de

cerco en las divisiones 8c y 9ª puertos

situados en la comunidad autónoma de

Galicia  solicitado  por  la  Asociación  de

Cerqueiros Galegos

1/2022 Proyectos

normativos (IPN)

04/10/2022 Decreto  horarios,  turnos  de  guardia  y

vacaciones de las oficinas de farmacia

Cuadro 2.- Extracto de los informes de promoción de competencia del año 2022

INFORMES 

Nº TIPO FECHA NOMBRE

1/2022 Promoción  de  la

competencia (IPRO)

11/02/2022 Posición  del  pleno  sobre  el

establecimiento  de  un  sistema  de

índices de referencia del precio del

alquiler  de la  vivienda recogido en

el Proyecto de Ley por el derecho a

la vivienda

EXTRACTO

El presente informe se emitió de oficio, a partir del conocimiento que la Comisión

Gallega de la Competencia tuvo sobre el “Anteproyecto de Ley por el Derecho a la

Vivienda” presentado por el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana

ante  el  Consejo  de  Ministros  del  26  de  octubre  de  2021  donde  se  establece  la

obligatoriedad de establecer indicadores de precios del alquiler de las viviendas (y su

evolución  en  el  tiempo),  especialmente  en  zonas  de  mercados  tensionados,
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favoreciendo la existencia de una oferta a precios asequibles, o el establecimiento de

vivienda  a  precio  limitado,  a  través  de  la  creación  de  un  registro  público  de

arrendamiento  de  vivienda  y  un  sistema  de  índices  de  referencia  del  precio  de

alquiler de la vivienda. 

Estas medidas, pueden parecer, a priori, fórmulas adecuadas para un mejor acceso al

alquiler para jóvenes o personas con rentas bajas,  pero que, pueden vulnerar las

leyes de la competencia e, incluso, pueden tener efectos perversos, si los resultados

obtenidos son los contrarios a los que aspira el legislador y que es mejorar el acceso

a la vivienda en alquiler a un precio más accesible. 

Posteriormente, el Consejo de Ministros, el 01 de febrero de 2022 aprobó la remisión

a las Cortes, para su tramitación parlamentaria por el procedimiento de urgencia, el

“Proyecto de Ley por el Derecho a la vivienda” (PLDV), siendo el texto el mismo que

el presentado el 26 de octubre.

El  establecimiento  de  una  limitación  a  las  rentas  no  es  algo  nuevo.  En  el  caso

español, la Ley de arrendamientos urbanos de 1946 (BOE de 01 de enero de 1947)

establecía la prórroga forzosa para el arrendador y conllevaba una congelación de

las rentas (al no ser revisadas por las autoridades en los plazos establecidos por la

ley). La ley, además, contemplaba la situación del posible fallecimiento del inquilino,

otorgando los mismos derechos al cónyuge y parientes de hasta tercer grado (que

habitaran  con  el  titular),  sin  necesidad  de  celebrar  un  nuevo  contrato.  Estas

prórrogas de contratos, en las condiciones establecidas inicialmente, se mantienen

en  la  Ley  de  22  de  diciembre  de  1955,  que  reforma  la  anterior,  pero  no  en  los

aspectos fundamentales, al mantener los pactos de renta, a no ser que el inquilino la

considere abusiva. De hecho, la ley introduce el concepto de renta legal, que viene

siendo una limitación a la renta que debe pagar el arrendador. El concepto de renta

legal  y  la  consiguiente  congelación  de  la  misma,  fue  derogada  a  partir  de  la

aprobación del Decreto 2/1985, de 30 de abril de medidas de política económica. Este

famoso decreto,  denominado Decreto Boyer,  liberalizó  el  mercado de alquiler  en

España, flexibilizando el movimiento de los alquileres y la revisión de los precios. Sin

embargo, sus efectos se establecieron para los arrendamientos posteriores a 1985,

con lo que los anteriores a este año mantenían lo dispuesto en la ley de 1946, con lo
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que se produce una segmentación en dos del mercado del alquiler en función de la

fecha de firma del contrato, introduciendo los llamados arrendamientos de renta

antigua, y con aspectos muy lesivos para los arrendadores de esas viviendas.

Con  el  objeto  de  analizar  si  el  PLDV  introduce  restricciones  a  la  competencia,

evaluando  si  las  propuestas  se  adecuan  a  los  principios  de  necesidad  y

proporcionalidad, así como al resto de principios de una buena regulación económica

desde el punto de vista de la competencia, el Pleno de la Comisión Gallega de la

Competencia,  en su reunión de 11  de febrero de 2022 y  siendo ponente Dña.  Mª

Teresa Cancelo Márquez emitió este Informe según lo dispuesto en el artículo 26.2 g)

y n) del Decreto 118/2016, de 4 de agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del

Consumo y de la Competencia y se aprueban sus Estatutos.

El objeto del informe de promoción de la competencia fue el análisis de los efectos

que un precio de intervención en el mercado de viviendas en régimen de alquiler

puede provocar sobre el mercado, sobre todo a través de la declaración de zonas de

mercado residencial tensionado, “en aquellos ámbitos territoriales en los que exista

un  especial  riesgo  de  oferta  insuficiente  de  vivienda  para  la  población,  en

condiciones que la hagan asequible para su acceso en el mercado” y el desarrollo del

sistema  de  índices  de  referencia  del  precio  del  alquiler  de  vivienda  (IRPAV)

establecido en la Disposición adicional segunda del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de

marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler.

Para  realizar  las  consideraciones  sobre  el  impacto  de  estas  medidas  sobre  la

competencia, se analizaron varios documentos y estudios como fueron los de Bonet

Correa (1981), el de López-Rodríguez y Llanos Matea (2020) para el Banco de España,

el de Martínez y Galindo (2021), el de Dolls et al (2021), el de Fritzon (2020) o el IR

40/2019 de la Autoritat Catalana de la Competencia (2019), entre otros.

Todo ello, nos permitió elaborar las siguientes conclusiones:

El derecho al disfrute de una vivienda digna y adecuada está recogido en el artículo

47 de la Constitución Española. La CGC es plenamente consciente de la importancia

del mercado de alquiler de la vivienda, y la necesidad de establecer mecanismos que

permitan el acceso a la misma, a colectivos con rentas bajas y menor capacidad
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adquisitiva, sobre todo en momentos de crisis. Pero esta CGC también entiende que

las políticas públicas de intervención en el mercado tienen que evaluar previamente

sus efectos sobre la competencia de los mercados y sobre los resultados que se

pueden  producir  de  la  aplicación  de  dichas  políticas  públicas:  los  beneficios

potenciales y también los posibles efectos indeseables. También entendemos que el

diseño  de  las  políticas  públicas  y  las  normas  legislativas  establecidas  para

impulsarlas,  deben  ser  contrastadas  previamente  con  otras  experiencias  a  nivel

internacional. Sería poco eficaz establecer regulaciones innecesarias por cuanto no

resuelven los problemas que se producen al no atender a las causas que subyacen a

los mismos.

Por ello, antes de entrar en el análisis de las consecuencias del establecimiento de

un IRPAV, resumiremos las principales conclusiones relativas a la evolución de los

precios del  alquiler de la vivienda en España que, como veremos,  no justifican la

introducción de un mecanismo de fuerte intervención en el mercado,  como es la

regulación del precio de alquiler, y que son:

1. El  aumento de los precios  en alquiler  de la vivienda en España se debe a un

aumento de la demanda de vivienda en alquiler, junto con una congelación de la

oferta (dada la menor actividad constructora desde la anterior crisis económica)

y no a la cuantía de renta de las personas.

2. El porcentaje de renta dedicado al alquiler está más relacionado con la renta de

las personas más que con el importe de los precios del alquiler.

3. La  clasificación  de  las  zonas  de  intervención  en  las  políticas  de  vivienda  en

función del esfuerzo beneficia a los inquilinos de rentas medias-altas y provoca

un problema de ineficiencia al limitar los precios en las zonas que presentan un

nivel cercano a la media. Todo ello produce una consecuencia indeseada: expulsar

a los inquilinos más vulnerables frente a los que tienen mayores rentas.

4. La caída, desde el año 2013, del número de viviendas construidas, donde también

se incluyen las de protección oficial (VPO) es una de las causas del problema de

acceso  a  las  viviendas  para  determinados  colectivos  (jóvenes,  inmigrantes  y

trabajadores temporales).
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5. La aparición de las nuevas fórmulas de alquiler vacacional, en algunas grandes

ciudades y zonas más céntricas, presionan al alza la demanda con la consiguiente

traslación a precios. En la opinión de esta CGC, hay varios aspectos recogidos en

el PLDV que pueden afectar al normal funcionamiento competitivo del mercado

inmobiliario, al afectar al principio básico de oferta y demanda, pero que también

pueden provocar  otros efectos indeseables  que el  legislador  no ha tenido en

cuenta y,  que se deducen dada la  experiencia previa en este tipo de medidas

tanto  en  nuestro  país,  como  en  otros  países  de  nuestro  entorno,  que  se

analizaron previamente y que se pueden resumir en los siguientes:

a. El establecimiento de zonas de mercado residencial tensionado debería

ser una medida acotada en el tiempo y debe definirse de forma adecuada,

analizando las razones por las cuales, en una determinada zona, o ciudad,

se están produciendo un incremento de los precios de los alquileres que

están a afectar, de forma considerable a las rentas de los ciudadanos. 

b. La limitación de las rentas de alquiler de las viviendas, se ha demostrado

que puede ser un factor distorsionador sobre un elemento esencial de la

competencia  como  es  el  precio  ya  que  puede  provocar  un  efecto  de

“crowding out”,  o lo que es lo mismo, una disminución de la oferta de

alquiler, ya que:

i. El  propietario  tendría  un  desincentivo  para  alquilar  por  lo  que

optaría  por la  venta del  inmueble,  al  tener  que  cubrir,  con una

renta menor, los gastos fijos derivados de la propiedad (como el

pago de impuestos). 

ii. No compensaría los posibles problemas que se asocian al alquiler,

como una posible morosidad en los pagos.

c. Se produce, así mismo, un desincentivo al mantenimiento de las propias

viviendas, al no compensar la renta recibida la inversión necesaria para su

adecuada conservación, con el deterioro consiguiente del propio parque

de viviendas. 

6. La aplicación del PLDV provocaría, además, la creación de un mercado de alquiler
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dual,  debido  a  dos  causas:  a)  el  establecimiento  de  las  zonas  de  mercado

residencial tensionado, que no afectaría a todos los barrios/zonas de la misma

ciudad y por b) el hecho de que la aplicación del IRPAV solo se aplicaría en el caso

de que el arrendador sea un “gran tenedor”. Los efectos de la coexistencia de

zonas reguladas con no reguladas se han analizado en algunos casos,  así,  en

Berlín se ha detectado un aumento de los propios precios, debido a esa reducción

de  la  oferta  de  viviendas  en  régimen  de  alquiler  y  un  mantenimiento  (o

incremento)  en  la  demanda,  en  las  zonas  no  reguladas  (pensemos  en

ayuntamientos colindantes, por ejemplo, o las zonas no tensionadas de la misma

ciudad).

7. El riesgo de la aparición de un mercado negro de alquiler, como consecuencia de

la  posible  reducción  de  la  oferta  sería  otro  de  los  efectos  perversos  de  la

aplicación de la norma, ya que, en este tipo de mercados, hay una pérdida de

derechos, tanto por los arrendatarios como por los arrendadores.

8. Así mismo, se incumplen varios principios básicos en una regulación eficiente y

favorecedora de la competencia, como son: el de mínima distorsión del mercado

(al afectar a la oferta de vivienda en alquiler), el de eficacia (al producirse efectos

perversos que no son acordes con los objetivos planteados) y el de predictibilidad

(al no haber un estudio previo del impacto del proyecto de ley sobre el mercado).

9. Para finalizar, esta Comisión quiere llamar la atención sobre el elevado número

de revisiones  legislativas  que  en  materia  de  vivienda se realizan y  que traen

consigo  un  aumento  de  la  inseguridad  jurídica  para  los  propietarios  de  las

mismas. En este sentido, si se propone una nueva Ley para elevar la oferta de

viviendas  en  alquiler,  la  norma  debería  aumentar  la  seguridad  jurídica  en  el

mercado,  para  proteger  los  intereses  de  los  inquilinos,  pero,  también,  que

garantice los derechos de los propietarios.

Y,  además  de  las  conclusiones,  anteriormente  expuestas,  se  plantearon  varias

medidas  sustitutorias  que  son  menos  restrictivas  a  la  competencia,  como  es  la

fijación de un precio de referencia del alquiler de una vivienda, en la línea de lo que

señalan  López-Rodríguez  y  Llanos  Matea,  en  el  informe del  Banco de  España  ya

referenciado, hay tres grupos de políticas públicas sobre el mercado de alquiler: “los
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controles de los precios de alquiler, la provisión pública de una oferta de vivienda de

alquiler y un amplio conjunto de medidas de naturaleza heterogénea dirigidas tanto

a incentivar la oferta privada de viviendas en arrendamiento como a contener el

aumento del  gasto de los  hogares causado por el  incremento de los  precios  del

alquiler”.

En este sentido, entendemos que la primera de las políticas, como ya se ha señalado,

es lesiva a las normas de competencia y, además, puede producir efectos contrarios

a lo  esperado (como está ocurriendo en otros países  europeos,  véase el caso de

Berlín o el de Suecia). Por ello, las mejores alternativas para mejorar el acceso a una

vivienda en alquiler, sobre todo en los segmentos de población más desfavorecidos

(hogares con rentas menores o los jóvenes) deberían centrarse en aquellas donde la

intervención  del  sector  público  no  interfiera  en  las  condiciones  del  mercado,

produciendo  una  distorsión  real  de  la  competencia  y  efectos  contrarios  a  los

esperados por el legislador, y que se encuentran dentro de las comprendidas en la

promoción pública de vivienda, la colaboración público-privada o el establecimiento

de medidas fiscales (para el arrendador o para el arrendatario) que reduzcan la carga

económica que supone el acceso a la vivienda para las familias y no supongan una

restricción a la competencia en el mercado.

Finalmente,  el  Pleno de la  Comisión Gallega  de la Competencia  no pudo valorar

positivamente la introducción de un sistema de referencia en los precios de alquiler,

al tratarse de una intervención en el mercado contraria a las leyes de la competencia

y con efectos perversos para el fin perseguido por el legislador, al tratarse de una

medida  claramente  ineficiente  al  no  estar  en  consonancia  con  las  causas  del

incremento de los precios de alquiler de la vivienda. Para poder atajar el problema,

se deberían plantear políticas públicas menos lesivas y más eficientes desde el punto

de vista social y, también, de la competencia, como todas aquellas que tienen que

ver  con  incentivos  fiscales  para  el  arrendador  o  el  arrendatario.  Así  mismo,  el

establecimiento  de  cualquier  medida  contraria  a  la  competencia  debería  ser

analizada previamente, para determinar las causas que provocan, en este caso, el

aumento de los precios de las viviendas (especialmente en el caso de alquiler), para,

así, poder legislar con mayor eficiencia y eficacia.
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INFORMES 

Nº TIPO FECHA NOMBRE

2/2022 Promoción de la

competencia

(IPRO)

19/05/2022 Municipios  y  competencia:  “El

impacto de las actuaciones públicas

municipales sobre la competencia”

La  prórroga de las  concesiones de

los servicios públicos

EXTRACTO

El Informe se emitió en el marco del proyecto “Municipios y competencia” iniciativa

de  la  Comisión  Nacional  de  los  Mercados  y  de  la  Competencia  (CNMC)  en

colaboración con las  Autoridades  de Competencia  Autonómicas.  El  proyecto está

basado en la confección de colecciones de “historias” que analizan las situaciones de

competencia surgidas en diferentes sectores y ámbitos de actuación municipal.

Desde la  Comisión Gallega de la  Competencia  (CGC)  se  participó en el  proyecto

“Municipios y competencia. El impacto de las actuaciones públicas municipales sobre

la competencia” analizando las distintas realidades que rodean las concesiones de

los servicios públicos y en concreto las prórrogas de los contratos de las concesiones

de  servicios  públicos  (abastecimiento/tratamientos  de  aguas,  residuos  sólidos

urbanos y transporte).

El  informe  contiene  un  análisis  somero  de  las  prácticas  de  las  siete  ciudades

gallegas,  no  analizando  sectores  o  instituciones,  sino  dinámicas  y  prácticas

reflexionando desde el punto de vista de la competencia la relación de esta con la

intervención  pública  municipal,  conteniendo  e  identificando  recomendaciones  o

indicaciones que puedan resultar de utilidad. Se considera documento “de trabajo”

porque no supone ni sustituye a los informes realizados por la autoridad en el marco

de sus funciones y no supondrá toma de posición por parte de su Pleno.

En la elaboración del mismo se partió del análisis,  desde un prisma básico, de la

situación  en  los  siete  principales  ayuntamientos  de  la  Comunidad  Autónoma.,

estableciendo el criterio de revisar, en cada uno de ellos, el momento en el que se

encuentran los contratos de las concesiones de servicios públicos de abastecimiento/
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tratamientos de aguas, residuos sólidos urbanos y transporte urbano de viajeros,

resultando así la observación de veintiún (21) servicios.

Del  análisis  en  su  conjunto,  se  observa  cierta  disfuncionalidad  en  relación  con

distintos criterios  y  procesos de adjudicación,  motivados,  principalmente,  por  los

siguientes factores:

1.  Se  tratan de licitaciones de  larga  duración  y  de  cuantías  generalmente

elevadas.

2. La duración en el tiempo del contrato, más que resultar una ventaja, se

convierte en muchos casos en un inconveniente provocado por la necesidad

de actualizar técnicas y tecnologías,  procesos y procedimientos acordes al

mercado y a la prestación de un adecuado servicio.

3. Indirectamente, la cuestión anteriormente descrita conlleva la necesidad

de prorrogar las concesiones y trabajar con órdenes de continuidad ante la

finalización del tiempo prorrogado.

4.  Normalmente se tratan de pliegos muy complejos  que requieren de un

conocimiento especializado desde el primer momento de su elaboración.

5. Se echa en falta cierta previsión y planificación de los servicios próximos a

concluir.

6.  Falta  de  planificación  que  suele  obviar  la  oportuna  o  recomendable

consulta a mercados.

7. Igualmente suele adolecerse del informe a la autoridad de competencia en

expediente en trámite.

8. El estado de la técnica, así como la actualización de las tecnologías suelen

retardar los procesos de licitación, al desconocer los técnicos municipales el

estado de las  mismas,  recurriendo a  especialistas externos para la  propia

elaboración  de  pliegos,  resultando  dicha  circunstancia  una  “red  flag”  o

vulnerabilidad del riesgo en relación con   posibles colusiones, informaciones

privilegiadas o menoscabo de la competitividad motivada, entre otras, por la
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falta de transparencia y conocimiento de los tiempos de gestión.

9. Los requisitos asociados al estado de la tecnología suelen requerir y obligar

a los licitadores que compiten, a constituirse en UTE´s para hacer frente a

requisitos y condiciones de los pliegos.

El  informe,  además,  aborda cuestiones como los  aspectos que  hay que tener  en

cuenta  cuando se  abordan las  licitaciones,  como la  necesidad de  establecer  una

programación  en  la  contratación pública,  la  oportunidad de  establecer  consultas

preliminares, el vencimiento del plazo de duración de un contrato o las órdenes de

continuidad. Así mismo, se realizan una serie de orientaciones para una adecuada

licitación y se presentaron las siguientes conclusiones:

Uno  de  los  principales  riesgos  en  el  diseño  de  los  pliegos  resulta  de  no  evitar

prácticas anticompetitivas cuando:

- No  se  detectan  los  conflictos  de  interés  de  los  servidores  públicos  que

responden a las solicitudes de información o aclaraciones durante el plazo

para la presentación de las ofertas, que custodian las proposiciones recibidas

o,  en  procedimientos  con  negociación,  que  conocen  el  contenido  de  las

negociaciones con cada candidato o licitador.

- No detectar ofertas de sobornos, demandas de comisiones u otros beneficios

ilegítimos a cambio de información privilegiada durante la fase de licitación.

- Crear  déficits  o  asimetrías  en  la  información  facilitada  a  los  operadores

económicos.

- No detectar prácticas colusorias o no responder de forma adecuada.

- No se tiene la previsión de velar por la confidencialidad de las proposiciones

hasta su apertura pública.

- Falsear la negociación en aquellos procedimientos que la contemplen antes

de la presentación de las ofertas definitivas.

De esas prácticas en el diseño se derivan e identifican posteriores restricciones que
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afloran  en  el  momento  de  prorrogar  un  contrato  ya  que  pueden  suponer

restricciones a la entrada de nuevos competidores en el mercado potencial.

Igualmente se identifican vulneraciones de las previsiones iniciales de la licitación

(precios y duración).

De interés también resulta que se analicen los mecanismos de impugnación ante el

acuerdo de prórroga forzosa por parte de los potenciales contratistas.

La duración en el tiempo del contrato, más que resultar una ventaja, se convierte en

muchos casos en un inconveniente provocado por la necesidad de actualizar técnicas

y tecnologías, procesos y procedimientos acordes al mercado y a la prestación de un

adecuado servicio.

En definitiva, es muy relevante la elección o definir cuándo acudir a una licitación de

una concesión de un servicio público y cuándo a un contrato, así como una correcta

determinación de la asunción riesgo: si lo asume el adjudicatario, la concesión, lo que

también implica definir  bien el riesgo operacional y circunstancia de la concesión

(plazo amortización inversión, otras razones analizadas).  Evitar:  comodidad, se ha

hecho así, lo permite la ley que sea más eficiente.

Las prórrogas de las concesiones de los servicios públicos deberían transformarse en

un instrumento más restrictivo. Solo en casos excepcionales y preferentemente con

informe de la autoridad de competencia correspondiente. 
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INFORMES 

Nº TIPO FECHA NOMBRE

3/2022 Promoción de la

competencia

(IPRO)

16/12/2022 Concentración bancaria en Galicia

EXTRACTO

El  informe se  emitió  de  oficio,  con  el  objetivo  de actualizar  el  Informe sobre  la

Concentración Bancaria en Galicia desde el punto de vista de la Competencia que la

Comisión Gallega de la Competencia aprobó en el año 2017 (Informe CGC 2017), con

el  objetivo  de  analizar  la  realidad  actual  de  alguna  de  sus  conclusiones,

especialmente la disminución de oficinas bancarias en las zonas rurales que lleva

consigo la reducción de la capacidad de elección o de cambio de banco para aquellas

personas que buscan entidades de crédito con oficina en su localidad, lo que podría

complicar el juego de la competencia en determinadas zonas o entre determinados

sectores de la población. El Pleno consideró de interés la elaboración del informe con

ánimo de contribuir al análisis de la situación competitiva del mercado bancario en

Galicia,  así  como  el  de  las  medidas  públicas  que  tratan  de  paliar  el  cierre  de

sucursales  y  su  consecuencia  en  lo  que  significa  de  limitación  del  acceso  al

numerario en determinados ayuntamientos de Galicia. 

Adoptando un enfoque proactivo, el  Pleno de la CGC de fecha 5 de julio de 2021

aprobó la actualización del referido Informe CGC 2017 añadiendo un análisis sobre el

cierre de oficinas de entidades bancarias, sobre todo en zonas rurales, así como el

valorar los instrumentos para poner remedio a esa situación desde la gestión de

políticas públicas que deban de estar condicionadas a que no afecten al juego de la

competencia. El fenómeno de la concentración bancaria ha sido la tónica común en

España desde el año 2008. La misma no solo ha afectado al número de entidades de

crédito sino también a su capacidad instalada o presencia de oficinas en el territorio,

no siendo Galicia en esto una excepción, por lo que esta reducción del número de

operadores hace que la posibilidad de acuerdos colusorios o de prácticas contrarias a

la competencia se haya incrementado.

Para  la  realización  del  mismo,  se  solicitó  a  las  entidades  bancarias  que  tenían
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oficinas abiertas en Galicia: Abanca Corporación Bancaria S.A., AndbankEspaña S.A.,

Arquia Bank S.A., Banco Bilbao Vizcaya Argentaria S.A, Banco Caminos S.A., Banco de

Sabadell  S.A,  Banco  Santander  S.A.,  Bancofar  S.A.,  Bankinter  S.A.,  Caixabank  S.A.,

Deutsche Bank, S.A.E., Ibercaja Banco S.A., Kutxabnak S.A., Liberbank S.A., Renta 4

Banco, S.A., Targo Bank, S.A. y Unicaja Banco S.A. su colaboración con el envío de la

siguiente documentación a fecha de 30 de junio de 2021: relación de oficinas abiertas

a nivel provincial y municipal en la CCAA. de Galicia; los horarios que tienen dichas

oficinas para la atención al público de las oficinas, el de caja o para operaciones en

efectivo y el de caja para personas sin cuenta en esa entidad bancaria y la relación de

cajeros  automáticos  de  la  entidad  bancaria  en  el  territorio  de  la  Comunidad

Autónoma de Galicia con indicación de la provincia y municipio donde se encuentren.

Al  requerimiento  inicial  contestaron  8  de  las  entidades  enviando  la  información

solicitada: Abanca Corporación Bancaria S.A., Arquia Bank S.A., Banco Caminos S.A.,

Bancofar S.A., Bankinter S.A., Deutsche Bank, S.A.E., Liberbank S.A., Unicaje Banco S.A.

y  se les  requirió  a las restantes dicha información,  a la  que respondieron Banco

Bilbao  Vizcaya  Argentaria  S.A,  Banco  de  Sabadell  S.A,  Banco  Santander  S.A.,

Caixabank S.A., y Targo Bank, S.A. No contestaron a ninguno de los requerimientos

las  siguientes  entidades  bancarias:  AndbankEspaña  S.A.,  Ibercaja  Banco  S.A.,

Kutxabnak S.A. y Renta 4 Banco, S.A. cuya información se obtuvo a través del Banco

de España con fecha 24 de febrero de 2022. Además, en el informe se ha comparado

la  evolución  del  sistema  financiero  en  el  conjunto  del  estado  español  y  su

comparativa con el caso gallego.

Principales conclusiones del estudio

1º.-   A  partir  del  año 2009 con la  finalidad de preservar  la  viabilidad  del

sistema financiero,  mantener  la  confianza de los  inversores  y  corregir  los

desequilibrios  acumulados  en  los  años  de  expansión,  desde  los  poderes

públicos  se  pusieron  en  marcha  una  serie  de  medidas  entre  las  que  se

encontraba  los  procesos  de  concentración  y  aumento  de  tamaño  de  las

entidades financieras.

2º.-  La  evolución del  Índice Herdindhal-Hirscham (IHH,  que se utiliza  para

medir  el  grado de concentración global de un mercado) acredita el fuerte
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incremento del grado de concentración en el mercado español lo que puede

facilitar  los  comportamientos  colusivos  y  la  coordinación  tácita  entre  las

principales entidades y que daría lugar a una reducción de la competencia en

el mercado. Pero hay que señalar que el mercado bancario es un mercado

extraordinariamente complejo cuyo funcionamiento competitivo depende de

la confluencia e interacción de múltiples factores, por lo que su grado de

concentración no es el único factor determinante del nivel de competencia.

3º.-  La  reducción  del  número  de  entidades  financieras  en  España  ha  ido

acompañada  de  una  reducción  importante  del  número  de  oficinas  de  las

entidades  de  depósito  que  ha  implicado  en  15  años  en  España  hayan

desaparecido  el  60% de  las  oficinas  de  las  entidades  de  depósito.  Dicho

proceso parece no haber concluido, ya que desde junio 2021 a junio de 2022 se

ha producido una fuerte reducción del número de oficinas de entidades de

depósito en España, fundamentalmente de bancos. De acuerdo con los datos

del Banco de España entre esas dos fechas se han cerrado 2.798 oficinas que

suponen el 13,43% de todas las de España.

4º.- El proceso de concentración horizontal de las entidades bancarias que se

está produciendo en España desde hace años y la repercusión que el mismo

ha  tenido  en  Galicia  podrían  obstaculizar  de  manera  significativa  la

competencia en la medida en que con él se refuerza la posición dominante de

determinadas entidades bancarias y se produce una significativa reducción de

competidores, lo que hace surgir estructuras oligopolísticas en este mercado,

un mercado que puede resultar especialmente proclive a una coordinación de

las empresas para subir los precios, pactar políticas comerciales o perjudicar

de otra manera a la competencia y a los consumidores. 

5º.-  La  existencia  de  un  mercado  de  estructura  oligopolistica,  con  pocos

operadores, no es por sí misma condición suficiente para deducir la existencia

de conductas antitrust, ya que existen mercados de ese tipo con dos o tres

operadores  en  los  que  existe  un  alto  nivel  de  rivalidad  y  que  son  muy

competitivos. El grado de competencia no depende solo de la estructura del

mercado sino también, y de forma esencial, de la conducta de los operadores.
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6º.-  La reducción del  número de oficinas de las  entidades de depósito  en

España  desde  diciembre  de  2016  hasta  junio  de  2022  ha  sido  del  37,07%

habiendo desaparecido en este período 10.618 oficinas. El mayor número de

cierres ha sido en la Comunidad Autónoma de Baleares (47,07%) y el menor

en  Navarra  (23,35%).  En  cifras  absolutas  en  Cataluña  han  cerrado  2.247

oficinas  de  entidades  de  depósito  y  en  Madrid  2.036.  En  Galicia,  en  este

mismo  período,  la  disminución  ha  sido  del  35,70%,  inferior  a  la  media

española.

7º.-  La  reducción  del  número  de  oficinas  de  entidades  bancarias  desde

diciembre de 2016 hasta junio de 2022 presenta parámetros similares en toda

España con una horquilla de oficinas bancarias cerradas entre el 49,75% de

Baleares y el 48,11% de Valencia y el 26,83 % de Andalucía y el 28,24% de

Navarra. La media en España ha sido del 42,47% habiéndose cerrado en ese

periodo  10.231  oficinas  de  entidades  bancarias.  En  cifras  absolutas  la

Comunidad autónoma con mayor número de oficinas cerradas es Cataluña

con 1.929, seguida de Madrid con 1.498 y de Andalucía con 1.274. Galicia está

por debajo de la media de España con un 37,08% de cierres en ese período.

8º.-  La  ratio  «habitantes/oficina»,  es  decir  el  número  de  habitantes  que

corresponderían  por  una oficina  bancaria,  la  más  alta  la  tiene  Canarias  y

Valencia y la más baja La Rioja y Extremadura, siendo la media en España de

2.838,42 habitantes por oficina. Galicia está por debajo de la media de España

con 2.534,09 habitantes por oficina bancaria.

9º.-  Desde  el  punto  de  vista  de  las  oficinas  de  entidades  financieras,  el

mercado bancario gallego a fecha de 30 de junio de 2022 se determina de la

siguiente manera:

a) Existe una entidad bancaria, ABANCA, que es el titular del 42,52%

de las sucursales abiertas en Galicia. 

b) Existen 3 entidades bancarias con un porcentaje similar de oficinas

(entre  el  14,86  %  y  el  11,34  %)  que  son  CAIXABANK,  BBVA  y

SANTANDER. La suma de las tres supone el 40,38% de las oficinas
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abiertas en Galicia.

c) Existe un tercer bloque que estaría constituido por el resto de las

entidades  de  depósito  con  oficina  abierta  en  Galicia  que  serían

titulares  del  17,10%  de  las  oficinas,  siendo  titulares  dos  de  ellas

(SABADELL y CAIXA RURAL GALEGA) del 64,57 de ese 17,10 %.

10º.-  Desde  2016  se  puede  observar  un  incremento  de  la  posición  de

prevalencia  en  el  mercado  bancario  gallego  por  parte  de  ABANCA,  pero

también se puede deducir que ese incremento es consecuencia de haber sido

esta entidad más moderada que otras en el cierre del número de sus oficinas

en la Comunidad Autónoma de Galicia.

11º.- Existen en el mercado bancario gallego una serie de circunstancias que

permiten considerar que existe un elevado nivel de competencia entre los

operadores  a  pesar  de  ser  el  mercado  bancario  un  oligopolio  y,  en

consecuencia,  se  puede  afirmar  que  aunque  el  nivel  de  concentración

existente  en el  mercado bancario gallego es  más elevado de lo que sería

deseable, no se puede concluir que la estructura de dicho mercado presente

unas características que lleven a los operadores a considerar que la mejor

estrategia sea la de coordinación expresa o tácita entre todos ellos para subir

los precios en el mercado o pactar prácticas comerciales.

12º.- Aunque es cierto que en las zonas rurales más despobladas el cierre de

oficinas ha sido menor  que en las  ciudades,  existe un riesgo de  exclusión

financiera para los vecinos de las zonas menos pobladas y donde la población

está más envejecida por falta de acceso al efectivo. Este riesgo se produce en

esas  zonas  rurales  con  independencia  del  nivel  de  renta  per  cápita  de  la

Comunidad Autónoma donde se encuentre esa población.

13º.- Solo existen en Galicia seis ayuntamientos en los que no se garantiza a

sus vecinos la accesibilidad financiera. Estos representan el 1,91% del total,

por lo que el 98,09% de los ayuntamientos de Galicia tiene accesibilidad a

servicios bancarios. Así la tienen todos los ayuntamientos de las provincias de

Pontevedra y Coruña y solo carecen de ella un ayuntamiento en la provincia
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de Lugo y 5 en la provincia de Ourense. En España en 3.230 municipios sus

habitantes no tienen esa accesibilidad al no tener ni oficina de entidad de

depósito, ni cajero automático, ni agente bancario, ni oficina de correos, ni

oficina móvil. 

14º.-  Galicia  es  la  segunda  CCAA  de  España  con  el  mayor  porcentaje  de

ayuntamientos en su territorio en el que tienen garantizada la accesibilidad al

numerario sus residentes, siendo solo superada por Canarias.  La media en

España de ayuntamientos sin accesibilidad financiera es del 39,72% mientras

que en Galicia se sitúa en el 1,91%. Solo existen cuatro CCAA en España con

un porcentaje de ayuntamientos sin oficina, cajero, agente, oficina de correos,

oficina móvil inferior al 5%, y entre ellas se encuentra Galicia. 

15º.-  Con  el  objetivo  de  evitar  la  exclusión  financiera  en  relación  con  el

servicio de retirada de efectivo en ayuntamientos rurales, desde hace unos

años diferentes administraciones (Comunidades Autónomas, Diputaciones y

Ayuntamientos)  han  utilizado  diversos  instrumentos  para  fomentar  la

instalación  de  instrumentos  de  acceso  al  efectivo,  principalmente  cajeros

automáticos,  en municipios  que carecen de los  mismos.  Estas medidas de

carácter  público  han  consistido  o  bien  en  subvenciones  y  ayudas  a  la

instalación y al mantenimiento de los cajeros o bien a través de licitaciones

públicas o de convenios con operadores de cajeros. En Galicia la Orden de 18

de  junio  de  2021  de  la  Consellería  de  Facenda  e  Administración  Pública

estableció las bases de las subvenciones.

16º.-  Todas estas  medidas públicas  que se han adoptado han implicado a

múltiples administraciones públicas (Comunidades Autónomas, Diputaciones

e  incluso  ayuntamientos)  y  que  han  actuado  con  diversos  instrumentos

jurídicos  (subvenciones,  licitaciones  públicas,  convenios)  lo  que  hace

conveniente su coordinación para una prestación uniforme y generalizada de

las mismas en todo el ámbito del territorio nacional donde sea necesaria. En

todo caso, como cualquier otra intervención de los poderes públicos en el

mercado, deberá de analizarse si la misma está adecuadamente justificada,

examinando sus costes y beneficios y en todo caso, deberá de cumplir  los
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principios de necesidad, proporcionalidad y no discriminación. 

17º.- Este Pleno considera que la exclusión en el acceso al efectivo se muestra

como manifestación de un fallo de mercado que se produce cuando el propio

mercado no es capaz de asignar recursos de forma eficiente y estima que

sería  conveniente adoptar  instrumentos públicos  para evitar  esa exclusión

financiera.  Pero  hay  que  tener  en  cuenta  que  para  la  adopción  de  esas

medidas será necesario realizar un análisis de los beneficios y costes de las

mismas y seguir en su aplicación los principios de necesidad, proporcionalidad

y no discriminación, a los efectos de garantizar que solo se actúa en aquellos

casos en que sea imprescindible,  evitando una intervención innecesaria en

daño de los mercados.

18º.- Este Pleno considera que lo correcto desde un punto de vista de técnica

regulatoria y de eficiencia, es que, en caso de ser necesaria una intervención

pública, esta sea realizada por una única administración y no por múltiples

administraciones  con  múltiples  instrumentos.  Con  ello  se  aseguraría  una

coordinación  en  todo  el  territorio  de  España,  un  uniforme  sistema  de

contraprestación, una clara delimitación del interés general que concurre en

ese  supuesto,  una  mayor  coordinación  con  las  funciones  de  regulación  y

supervisión  bancaria  y  unas  reglas  comunes  en  las  licitaciones.  Considera

también  que  esa  única  administración  que  debería  asumir  esas  funciones

debería de ser la Administración del Estado.
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INFORMES 

Nº TIPO FECHA NOMBRE

1/2022 Función

Consultiva (IFC)

19/05/2022 Consulta  sobre  el  protocolo  de  la

cadena  de  suministro  para  la

protección de las  explotaciones de

vacuno  de  carne  adheridas  a  la

indicación  geográfica  protegida

“Ternera Gallega”

EXTRACTO

El informe se emitió a partir de la solicitud presentada el día 30 de marzo de 2022

por el Presidente del Consejo Regulador de la Indicación Geográfica Protegida (IGP)

de la carne de vaca de Galicia en el que: solicita la emisión de un informe sobre el

contenido  del  “Protocolo  de  la  cadena  de  suministro  para  la  protección  de  las

explotaciones  de  vacuno de  carne adheridas  a  la  indicación geográfica  protegida

ternera gallega” (en adelante “el Protocolo”) y que el pleno de la Comisión Gallega

de la Competencia acordó emitir en fecha 5 de abril de 2022 y cuya redacción final

fue aprobada en el Pleno de 19 de mayo de 2022.

El sector primario resulta desde siempre especialmente problemático desde el punto

de vista de la competencia. El derecho de la competencia se aplica sin excepción en

todos los eslabones de la cadena alimentaria, como señala no solo el Tratado de

Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) sino también la Ley 15/2007, de 3 de

julio,  de  Defensa  de  la  Competencia.  La  aplicación  de  políticas  de  competencia

resulta imprescindible para promover los cambios estructurales y tecnológicos que

necesita  el  sector,  inmerso  en  un  contexto  de  liberalización  comercial  y

globalización. No obstante, la realidad diaria demuestra que los mercados agrícolas y

ganaderos se caracterizan por  la  existencia  de problemas estructurales  de difícil

solución que dificultan enormemente el funcionamiento normal de los mecanismos

que  rigen  la  libre  competencia  y,  además,  la  aplicación  del  derecho  de  la

competencia  en  este  sector  está  condicionado  por  la  necesidad  de  no  poner  en

peligro los objetivos perseguidos por la Política Agraria Común recogidos en los art.

39, 42 y 43.2 del TFUE. Por esta razón, las autoridades de competencia debemos de

prestar  especial  atención  a  estos  mercados  con  la  finalidad  de  garantizar  la
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existencia de una competencia efectiva y evitar que se produzcan acuerdos y abusos

de  posiciones  dominantes  que  puedan  perjudicar  a  los  consumidores,  a  los

productores o a la industria.

Sobre este sector se han pronunciado de manera reiterada tanto la CGC como la

Comisión  Nacional  de  los  Mercados  y  la  Competencia  (CNMC)  y  el  resto  de

autoridades que forman parte del Sistema Español de Defensa de la Competencia ,

así como los expertos e instituciones internacionales de reconocido prestigio como

la Comisión Europea o el Bundeskartellamt alemán, señalando el fuerte desequilibrio

de poder negociador que existe entre los que forman parte de la cadena alimentaria

y, más concretamente, entre la industria y los productores. Como afirmó la CGC “(…)

En una situación de desequilibrio de estas características, los más débiles suelen ser

aquellos que están más fragmentados y atomizados - normalmente, el primero es el

productor o recolector- y eso comporta, en muchas ocasiones, que sus márgenes

comerciales sean extremadamente bajas y, mismo, puedan llegar a ser insuficientes

para cubrir los costes de producción”.

Con relación al Protocolo, esta CGC analizó su contenido y realizó una valoración del

mismo que tiene como objeto aplicación en el ámbito del territorio de la Comunidad

Autónoma de Galicia y en el sector de la carne de vacuno incluida en la IGP Ternera

gallega de una normativa legal, de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para

mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria, en concreto de los artículos 9.1

apartado c) y el artículo 12 Ter. 

Las  principales  conclusiones  y  recomendaciones  recogidas  en  el  Informe  son  las

siguientes:

1º-  El  Protocolo plantea una serie de líneas de actuación que,  en general,

pueden contribuir positivamente al cumplimento de las previsiones de la Ley

12/2013, de 2 de agosto y que pueden ayudar a mejorar el funcionamiento de

la cadena alimentaria y la posición de los productores agrícolas en la misma

facilitando, por ello, alguno de los objetivos claves sobre los que se articulará

la nueva PAC.

2º- Se aprecia en el texto un especial cuidado para evitar que las medidas e
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instrumentos  propuestas  en  el  Protocolo  puedan  traducirse  en

incumplimientos de la normativa de competencia, lo que ha de ser valorado

muy positivamente por este Pleno.

3º-  El  Protocolo  tiene  su  aplicación  exclusivamente  en  el  territorio  de  la

Comunidad Autónoma de Galicia ámbito de actuación de esta CGC.

4º- La finalidad fundamental del Protocolo es la de la aplicación en el ámbito

del territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia y en el sector de la carne

de vacuno incluida en la IGP Ternera gallega de una normativa legal, de la Ley

12/2013,  de  2  de  agosto  en  concreto  de  los  artículos  9.1  apartado c)  y  el

artículo 12 Ter, a lo que este Pleno nada tiene que objetar.

5º- El carácter temporal de las medidas a aplicar con el Protocolo tiene su

origen en razones de carácter extraordinario como son el incremento durante

el  año  2021  del  precio  de  las  materias  primas  usadas  en  la  alimentación

animal  y  del  conjunto de suministros como el  gas,  la electricidad y  otros

combustibles,  así  como  las  consecuencias  de  las  medidas  económicas

derivadas de la invasión rusa de Ucrania. Esta última ha tenido un impacto

tan grave en la economía de las empresas de la UE que la Comisión Europea

ha adoptado medidas extraordinarias como la aprobación de un nuevo Marco

temporal. En el Protocolo parece justificada la necesidad, proporcionalidad y

temporalidad de las medidas.

6º- El apartado 4 del Protocolo establece que los firmantes solicitarán a la

autoridad de ejecución autonómica gallega prevista en la ley 12/2013, de 2 de

agosto,  que realice  estudios  e  informes  sobre  los  métodos de  producción

sostenible y la evolución del mercado “incluyendo los costes de producción

por subsectores objetivos, transparentes verificables y no manipulables” y se

contempla que las partes tendrán en cuenta esos estudios e informes en la

fijación de los precios en los contratos sin perjuicio de la autonomía y libertad

de  los  operadores.  Nada  tiene  que  objetar  este  Pleno  a  esta  regla  en  la

medida en que se trata de aplicar la normativa prevista en la Ley 12/2013, sin

perjuicio de las recomendaciones incluidas en este Informe.
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7º-  Se  valora  positivamente  que  se  establezca  que  la  referencia  a  esos

estudios  e  informes  elaborados  por  la  autoridad de  ejecución  autonómica

gallega sea voluntaria para las partes, garantizándose el respeto a la libre

elección de las partes en la fijación de los precios de los contratos.

8º- Se valora positivamente  el  carácter  voluntario de la  adhesión y  la  no

fijación de barreras de entrada a la incorporación a este Protocolo, teniendo

en cuenta, además, que el cumplimento del mismo puede llevar la utilización

de un distintivo o un logo especifico por parte de esas entidades adheridas

que  podrá  servir  para  identificar  a  esas  empresas  por  parte  de  los

consumidores. 

9º- Se recomienda la eliminación del término “protección” del enunciado del

Protocolo ya que del mismo no se infiere la existencia de instrumentos de

protección  que  impliquen  restricciones  a  la  competencia  ni  barreras  de

entrada  ni  fijación  de  precios  ni  instrumentos  para  la  alineación  de  los

precios, por lo que parecería más correcto eliminar ese equívoco.

10º- Se recomienda una especial vigilancia para evitar que en los resultados

de  los  estudios  e  informes  se  pueda  derivar  la  fijación  de  precios  o  la

alineación  de  costes  entre  los  productores  que  puede  derivar  en  una

uniformidad de precios y deberá evitarse que se utilicen indicadores comunes

para constatar cambios en los costes; se deberá de evitar que el resultado de

los costes de cada explotación sea conocido públicamente por el resto de los

productores evitando desagregaciones excesivas.

11º- Se recomienda la colaboración con la CGC, como Autoridad a la que le

corresponde  la  aplicación  Ley  15/2007,  de  3  de  julio,  de  defensa  de  la

competencia en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia, para evitar

distorsiones en la  aplicación del Protocolo que afecten a la  aplicación del

derecho de la competencia. Se recuerda además que esta CGC tiene entre sus

competencias  la  de  realizar  las  funciones  de  arbitraje  entre  operadores

económicos de acuerdo con la Ley de Defensa de la Competencia (art. 26.2

apartado L del Decreto 118/2016 de 4 de agosto).
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INFORMES 

Nº TIPO FECHA NOMBRE

2/2022 Función

Consultiva (IFC)

19/05/2022 Consulta a la extensión de la norma

de la Asociación de Cerco de Galicia

(ACERGA OPP-82) a los productores

que desembarquen y  comercialicen

jurel procedente de las capturas de

flota de cerco en las divisiones 8c y

9a  en  puertos  situados  en  la

comunidad autónoma de Galicia

EXTRACTO

El informe se emitió a partir de la solicitud presentada en fecha de 15 de marzo de

2022 por  D.  Manuel  Muñíz Orellán,  en calidad de presidente de la  Asociación de

Cerqueiros  Galegos,  -ACERGA-  en  la  que  expone  que  estando  en  proceso  de

elaboración por la Secretaría Xeral Técnica de la Consellería do Mar el “Proyecto de

orden por la que se extiende la norma de la asociación de armadores de cerco de

Galicia (ACERGA OPP-82) a todos los productores que desembarquen y comercialicen

jurel procedente de las capturas de la flota de cerco en las divisiones 8c y 9a en

puertos situados en la Comunidad Autónoma de Galicia” y siendo los miembros de la

Asociación de Cerqueiros Galegos directamente afectados, se interesa que por la

Comisión Gallega de la Competencia, inicie actuaciones informativas, al objeto de

emitir  informe  sobre  la  posible  vulneración  en  dicho  texto,  de  las  normas  de

competencia.

Los antecedentes de este informe se encuentran en el Informe 2/2020 aprobado por

el Pleno de la CGC en su reunión celebrada el de 3 de junio de 2020 en respuesta a la

solicitud  efectuada  por  el  Dirección  General  y  Pesca,  Acuicultura  e  Innovación

Tecnológica de la Consellería del Mar de la Xunta de Galicia el día 14 de mayo de

2020, relativa a la adecuación de la propuesta de aplicación extensiva de una norma

de la Organización de Productores Pesqueros ACERGA, OPP-82 a la normativa que

regula la competencia.

En el referido informe de CGC FC 2/2020 se recordaba que el sector de la pesca está
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sometido al derecho de la competencia. La aplicación de las normas de competencia

en el sector pesquero no responde exclusivamente a razones de imperativo legal si

no, y fundamentalmente, a los efectos económicos positivos que su aplicación tiene

tanto para los productores cómo para los consumidores finales. Las Organizaciones

de Productores de Pesca (OP) están, como el sector pesquero, plenamente sujetos al

derecho de la competencia y, luego de consideraciones técnicas y jurídicas, concluía

que la ampliación de normas de una OP a productores que no forman parte de la

misma solo sería posible sí se acredita por los solicitantes el cumplimiento de los

siguientes requisitos:

1º.- Que esa ampliación no afecta a la competencia ni incumple las normas

sobre prohibición de colusión y de abuso de posición de dominio del TFUE

(Artículos 101 y 102) sin más excepciones que las expresamente previstas en

el artículo 41.1 del Reglamento UE 1379/2013 para el supuesto de prácticas

colusorias.

2º.-  Que  con  esa  ampliación  se  cumplan  todos  y  cada  de  los  objetivos

previstos en el artículo 39 del TFUE.

3º.- Que esa extensión es el instrumento propicio para cumplir los requisitos

previstos en el artículo 39 del TFUE.

4º.-  Se  considera,  además,  que  la  extensión  de  la  Norma  solicitada  por

Organización de Productores Pesqueros ACERGA, OPP82. de “establecer como

norma para el año 2020 y siguientes y hasta un máximo de 12 meses desde su

entrada  en  vigor,  un  tope  de  descargas  en  los  puertos  de  la  Comunidad

Autónoma de Galicia de 750 kg. por tripulante y día para las capturas que

realice  la  flota  de  cerco  en  las  zonas  VIII  c)  y  IX  a)  podría  excluir  la

competencia  si  no se  acredita  que  cumpla  las  normas sobre  competencia

exigidas en el Reglamento UE 1379/2013, de 11 de diciembre de 2013, por el

que  se  establece  la  organización  común de  mercados  en el  sector  de  los

productos de la pesca y de la acuicultura.

El este informe se analiza la decisión de la Comisión Europea por la que se autoriza a

España  a  ampliar  un  límite  máximo  diario  para  los  desembarques  a  todos  los
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productores que desembarquen y comercialicen jurel procedente de las capturas de

la flota de cerqueros en las divisiones 8c y 9a en puertos situados en la comunidad

autónoma de Galicia. En dicha decisión también se recuerda que conforme al artículo

41 del Reglamento (UE) nº 1379/2013 se establece una excepción a la aplicación de las

normas sobre competencia previstas en el artículo 40 del mismo Reglamento y que

figuran en los artículos 101 a 106 del TFUE, en lo relativo a los acuerdos, decisiones y

prácticas contemplados en el artículo 101,1 y el en 102 del TFUE que se refieren a la

producción o comercialización de productos de la pesca y la acuicultura.

En base a ello la CGC llega a las siguientes conclusiones:

Primera. – Vista la Decisión de la Comisión Europea de 21.12.2021 en relación a

la  autorización  a  España  de  ampliar  un  límite  máximo  diario  para  los

desembarques a todos los productores que desembarquen y comercialicen

jurel procedente de las capturas de la flota de cerqueros en las divisiones 8c

y 9a en puertos situados en Galicia, es por lo que esta Comisión Gallega de la

Competencia se hace eco de la decisión de la institución comunitaria y de sus

autorizaciones a la extensión de la norma conforme a los artículos 1, 2 y 3 de

la citada Decisión que concluye que no afecta a la competencia ni incumple

las normas sobre prohibición de colusión y de abuso de posición de dominio

del  TFUE (Artículos  101  y 102)  sin más excepciones que las  expresamente

previstas en el artículo 41.1 del Reglamento UE 1379/2013 para el supuesto de

prácticas colusorias.

Segunda.-  Que estando en proceso de  elaboración  por  la  Secretaría  Xeral

Técnica de la Consellería do Mar el PROYECTO DE ORDEN POR LA QUE SE

EXTIENDE LA  NORMA DE  LA  ASOCIACIÓN  DE ARMADORES  DE CERCO DE

GALICIA  (ACERGA  OPP-82)  a  todos  los  productores  que  desembarquen  y

comercialicen jurel procedente de las capturas de la flota de cerco en las

divisiones 8c y 9a en puertos situados en la Comunidad Autónoma de Galicia,

este Pleno emite informe indicando que deberá de ser aplicado lo previsto en

la Decisión de la Comisión Europea de 21.12.2021.
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INFORMES 

Nº TIPO FECHA NOMBRE

1/2022 Proyectos

Normativos

(IPN)

04/10/2022 Decreto  de  horarios,  turnos  de

guardia y vacaciones de las oficinas

de farmacia

EXTRACTO

Informe preceptivo sobre el Proyecto de decreto de horarios, turnos de guardia y

vacaciones de las oficinas de farmacia solicitado por la Secretaría Xeral Técnica de la

Consellería de Sanidad de la Xunta de Galicia.

Para emitir el informe, en primer lugar, se realizan unas consideraciones de carácter

general a partir del marco jurídico del sector farmacéutico en la Unión Europea con

relación a los aspectos relacionados con la calidad y seguridad de los medicamentos,

cuando son admisibles las restricciones a la libertad de establecimiento según la UE

y  la  caracterización  del  sector  farmacéutico  en  España  y  la  justificación  de  la

regulación en el mismo.

A  partir  del  análisis  anterior,  la  CGC  emitió  las  siguientes  recomendaciones  y

consideraciones:

Primera.-  En el articulado del proyecto del decreto de horarios,  turnos de

guardia y vacaciones de las oficinas de farmacia se fijan horarios obligatorios

y voluntarios (artículo 2 y siguientes) y establece los requisitos que tiene que

cumplir  el titular de una oficina  de farmacia para poder realizar horarios

superiores a los establecidos cómo obligatorios:

o Lo  tendrá  que  comunicar  en  el  colegio  de  farmacéuticos

correspondiente,  con  anterioridad  al  primero  día  hábil  del  mes  de

noviembre; en concreto durante el mes de octubre.

o Se tendrá que comprometer a mantener durante un año natural  el

horario que comunicó.

Segunda.-  De  estos  artículos,  si  bien  es  cierto  que  las  farmacias  pueden

establecer horarios por encima de los mínimos oficiales establecidos cómo
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obligatorios,  estos  tienen  que  satisfacer  unos  requisitos  algo  restrictivos

dado que se tiene que comunicar al colegio de farmacéuticos correspondiente

con mucha antelación (durante el mes octubre del año anterior) y tense que

mantener durante todo un año natural.

Estos requisitos pueden resultar rígidos y dificultar una gestión eficiente de

las oficinas de farmacia al suponer una barrera de salida a medio plazo: si en

una  oficina  de  farmacia  no  le  resulta  rentable  el  horario  comunicado,  lo

tendría que mantener durante todo un año y tendría que soportar el coste

asociado (a salvo de la excepcionalidad del artículo 4,3).

Tercera.-  Si  los  horarios  de  atención  farmacéutica  comunes  y  de  guardia

garantizan un acceso suficiente en las oficinas de farmacia, parece no resultar

muy necesario establecer restricciones a los horarios de aquellas oficinas de

farmacia que quieren abrir más tiempo.

En  particular,  se entiende que  no hay porque homogeneizar  el  horario de

estas farmacias dado que un horario diferente puede ser  un elemento de

diferenciación que puede contribuir a aumentar la competencia.

Cuarta.-  Hay  que  considerar  que  en  un  entorno donde la  competencia  en

precios  es  prácticamente  inexistente,  las  normas  que  dificultan  la

competencia en otras variables, por ejemplo los horarios, desincentivan aún

más la competencia  entre farmacias.  Por lo tanto,  la flexibilización de los

horarios  de apertura de las  oficinas de farmacia,  con mucha probabilidad,

incrementaría  la  competencia  y  mejoraría  la  accesibilidad  de  los

consumidores en los fármacos.

Quinta.  -  Este  proyecto  normativo  trata  de  regular  las  condiciones  y

requisitos para la regulación de horarios, turnos de guardia y vacaciones de

las  oficinas  de  farmacia,  normativizando  las  condiciones  generales  de

prestación  del  servicio  y  aspectos  procedimentales,  por  eso,  y  a  salvo  de

consideraciones  que,  sobre  el  menoscabo  e  injerencia  en  la  competencia

puedan  o  no  identificarse  de  la  actividad  prestada  por  las  oficinas  de

farmacia,  parece  claro  que  las  especiales  características  del  mercado  de
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distribución  minorista  de  medicamentos,  por  la  naturaleza  de  los

medicamentos, la protección de la salud pública y por la existencia de fallos

de mercado como la información asimétrica, explican la intervención pública

en este mercado mediante la regulación.

Sexta.  -Este  Pleno  es  consciente  de  la  necesaria  protección  del  interés

público,  en  cuanto  a  la  seguridad  y  acceso  a  los  medicamentos,  que  es

inherente a la regulación de la distribución minorista de medicamentos, por

eso,  la  regulación  debe  ir  dirigida  a  este  objetivo  desde los  principios  de

necesidad  y  proporcionalidad,  evitando  introducir  restricciones  a  la

competencia  injustificadas  que  impidan  o  dificulten  alcanzar  una  mayor

eficiencia en el funcionamiento del mercado.

Séptima.-  Debemos ser  conscientes que,  aunque la  protección de la  salud

pública  es  el  principal  argumento  para  regular  el  sector  farmacéutico,  la

regulación impone una serie  de restricciones,  tanto de  acceso al  mercado

como de ejercicio de la actividad de las oficinas de farmacia, que limitan la

competencia  en  el  mismo  y,  en  muchas  ocasiones,  no  protegen  la  salud

pública ni están justificadas desde el punto de vista de la eficiencia.

Octava.- Tras lo anteriormente escrito, este Pleno, valora positivamente la

nueva redacción propuesta en el proyecto de decreto por lo que se regulan

las  condiciones  y  el  establecimiento  de  horarios,  turnos  de  guardia  y

vacaciones de las oficinas de farmacia y considera que no incide ni condiciona

el mercado desde la perspectiva del derecho de la competencia en términos

generales,  al  tratarse  de  una  regulación  solamente  instrumental  y

procedimental,  aunque  es  cierto  que  la  liberalización  de  los  horarios

voluntarios de apertura de las farmacias aumentaría la accesibilidad en los

medicamentos y permitiría en las oficinas de farmacia gestionar su horario de

manera  más  eficiente.  En  una  situación  de  competencia  en  precios  muy

reducida,  esta  medida  permitiría  en  las  oficinas  de  farmacia  diferenciarse

entre ellas y competir en una variable diferente del precio.
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Cuadro 3.- Actividades de la CGC en el año 2022

ACTIVIDADES DE LA CNMC Y OTRAS AUTORIDADES DE COMPETENCIA

DÍA ACTO LUGAR ASISTENTES

11/01/2022 Reunión  coas  Autoridades  de

Competencia do País Vasco, Cataluña,

Aragón e Andalucía

Online Presidente

04/04/2022 Reunión  con  las  autoridades

autonómicas  de  la  competencia  del

País Vasco, Cataluña y Aragón

Online Presidente

06/06/2022 Reunión del Consejo de Defensa de la

Competencia  y  reunión del  Grupo de

Trabajo de Consejos

Madrid Presidente

Vocal/Secretario

Vocal

13/06/2022 10º Aniversario de la Autoridad Vasca

de la Competencia

Bilbao Presidente

Vocal/Secretario

27/06/2022 Reunión  del  Grupo  de  Trabajo  de

Promoción de la Competencia

Online Presidente

Vocal/Secretario

Vocal

17/10/2022 Jornada  “Municipios  y  Competencia:

servicios funerarios”

Sevilla Presidente

16/11/2022

al

18/11/2022

Jornadas  Nacionales  sobe

Competencia  y  reuniones  de  los

Grupos  de  Trabajo  de  Consejos  y

Promoción de la Competencia

Las  Palmas

de  Gran

Canaria

Vocal/Secretario

Vocal

Subdirector

JORNADAS, CURSOS, CONGRESOS

DÍA ACTO LUGAR ASISTENTES

09/02/2022 Jornada  de  la  International

Competition Network

ICN – CNMC.

Online

Presidente

Subdirector
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JORNADAS, CURSOS, CONGRESOS

DÍA ACTO LUGAR ASISTENTES

15/02/2022 Jornada  Geopolítica  comercial.

Situación  actual  del  comercio

multilateral  y  su  adaptación  al  siglo

XXI

Circulo  de

Empresarios

de  Galicia.

Online

Presidente

30/03/2022 Jornada  “Geopolítica  comercial.  El

futuro de la alimentación”

Vigo Presidente

29/04/2022 Jornada Galicia Market Place Vigo Presidente

10/05/2022 2ª  Jornadas  de  “Contratación

administrativo:  bajas  temerarias  y

competencia en la contratación local”

Colegio  de

Abogados

Santiago  de

Compostela

Presidente

30/05/2022 Workshop sobre Contratación pública

y competencia

Online Presidente

31/05/2022 Jornada sobre Comercio internacional

y sostenibilidad

Online Presidente

08/06/2022 Jornada de debate sobre Municipios e

Competencia

CNMC -CGC

Santiago  de

Compostela

Presidente

Vocal/Secretario

Vocal

Subdirector

09/06/2022 Jornada sobre Compliance ASIME

Vigo

Subdirector

16/06/2022 III Congreso Galego de Compliance AGACOM

Vigo

Presidente

08/07/2022 Seminario  “Europa  invierte  en  mi

región”

Vigo Presidente

20/07/2022

a

22/07/2022

20º  Período  de  sesiones  del  Grupo

Intergubernamental  de  Expertos  en

Derecho y Política de la Competencia -

Ginebra

UNCTAD

Online

Presidente

15/09/2022

a

Congreso  Internacional:  “Nuevos

remedios  de  competencia  para  la

USC

Santiago  de

Presidente

Vocal/Secretario
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JORNADAS, CURSOS, CONGRESOS

DÍA ACTO LUGAR ASISTENTES

16/09/2022 economía digital” Compostela Vocal

Subdirector

 20/10/2022

a

21/10/2022

18º  Congreso  Nacional  de  Centros

Especiales de Empleo 

CONACEE

Santiago  de

Compostela

Presidente

04/11/2022 Jornada  “Cultura  de  compliance:

claves para la mejora competitiva de

las pymes”

CEG

Santiago  de

Compostela

Presidente

Vocal/Secretario

11/11/2022 Jornada  anual  de  la  Asociación

Española  de  Defensa  de  la

Competencia

CNMC

Madrid

Presidente

Vocal/Secretario

Subdirector

29/11/2022 Jornada de Dinamización Empresarial Consellería

de Economía

Santiago  de

Compostela

Presidente

Vocal/Secretario

30/11/2022 Jornada  “30  aniversario  Puertos  del

Estado:  jornada  puertos  4.0  –  Los

puertos del futuro”

Online Presidente
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ACTOS Y REUNIONES INSTITUCIONALES

DÍA ACTO LUGAR ASISTENTES

31/03/2022 Constitución del  Comité  Ejecutivo  de

Energía 

Santiago  de

Compostela

Presidente

06/05/2022 Entrega  de  los  premios  Francisco

Mantecón

Vigo Presidente

20/06/2022 Acto de toma de posesión del Rector

de la Universidad de Vigo

Vigo Presidente

15/07/2022 Entrega da Medalla de Oro del Círculo

de Empresarios de Galicia

Vigo Presidente

22/07/2022 Acto del Colegio de abogados de Vigo Vigo Presidente

24/07/2022 Entrega medallas de Oro de Galicia Santiago  de

Compostela

Presidente

29/07/2022 Reunión  del  Grupo  de  Coordinación

Observatorio cadena alimentaria

Santiago  de

Compostela

Presidente

18/11/2022 XXX  Aniversario  del  Círculo  de

Empresarios de Galicia

Vigo Presidente

15/12/2022 Clausura de  la  Asamblea  General  de

CEP

Vigo Presidente

19/12/2022 Reunión del grupo de coordinación del

observatorio de cadena alimentaria

Santiago  de

Compostela

Presidente

Participación en Jornadas, Seminarios, Cursos y Congresos

Durante  el  año  2022  los  miembros  de  la  CGC  participaron  como  ponentes  en  las

siguientes actividades:

1º-  Actividades  de  formación  de  funcionarios  en  colaboración  con  la  EGAP:  curso

“Competencia  y  derecho  de  la  Unión  Europea:  la  defensa  de  la  competencia  en  los

procesos  de  contratación  pública”  que  se  desarrolló  entre  septiembre  y  octubre,

impartido por el vocal Daniel Neira Barral.
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2º- Ponencia en la Jornada sobre “Municipios e Competencia” organizada por la CNMC y la

CGC celebrada el día 8 de junio en la Facultad de Derecho de la Universidad de Santiago

de Compostela. Presentación del informe sobre prórroga de las concesiones municipales.

Autor: Daniel Neira Barral, vocal.

3º.-  Ponencia  en  las  “2ª  Jornadas  de  Contratación  Administrativa:  Bajas  temerarias  y

competencia en la contratación” organizadas por el Colegio de Abogados de Santiago de

Compostela  y  celebrada el  día  10  de  mayo.  Ponencia:  “Experiencia  de  las  autoridades

autonómicas de competencia en materia de contratación pública”. Autor: Ignacio López-

Chaves Castro, presidente.

4º.- Ponencia en la Jornada “Jornada Técnica Compliance: de importante a imprescindible”

organizada  por  ASIME  y  celebrada  en  Vigo  el  día  31  de  mayo  de  2022.  Ponencia:

“Compliance y derecho de la competencia.”. Autor: José Antonio Rodríguez, subdirector de

Investigación.

5º.-  Ponencia  en  el  III  Congreso  gallego de  Compliance,  organizado por  la  Asociación

Gallega de Compliance (AGACOM) y celebrado en Vigo el 16 de junio de 2022. Ponencia:

Competencia y compliance. Autor: Ignacio López-Chaves Castro, presidente.

6º.- Mesa redonda en el Congreso Internacional: Nuevos remedios de competencia para la

economía digital organizado por la Universidad de Santiago y celebrado en Santiago los

días 15 de septiembre y 16 de septiembre de 2022.  Intervención: Nuevos remedios de

acceso: El acceso a datos. Autor: Daniel Neira Barral, vocal.  

7º.-  Ponencia  18º  Congreso  Nacional  de  Centros  Especiales  de  Empleo  "Los  Centros

Especiales de Empleo y la Economía Social", Organizado por  la Confederación Nacional de

Centros Especiales de Empleo (CONACEE) que se celebro los días 20 y 21 de octubre en

Santiago de Compostela. Ponencia: Las autoridades de Competencia ante la reserva en la

contratación  a  favor  de  los  Centros  Especiales  de  Empleo de  Iniciativa  Social.  Autor:

Ignacio López-Chaves Castro, presidente.
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8º.- Ponencia en la Jornada “Cultura de compliance: claves para la mejora competitiva de

las pymes” organizada por la Confederación de Empresarios de Galicia y que se celebro en

Santiago el  día 4 de noviembre.  Ponencia:  Autoridades de Competencia y  Compliance.

Autor: Ignacio López-Chaves Castro, presidente.

Reforma de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia (LDC).

A lo largo del año 2022 la CGC con algunas Autoridades Autonómicas de la Competencia

continuó en  su  labor  participativa  para  que  fuera  tenida  en  cuenta  su  postura  en  la

tramitación parlamentaria de la reforma de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la

competencia (LDC).

La transposición de la Directiva (UE) 2019/1 de 11 de diciembre de 2018 encaminada a dotar

a las autoridades de competencia de los Estados miembros de medios para aplicar más

eficazmente las normas sobre competencia y garantizar el correcto funcionamiento del

mercado interior obligó a la modificación de la LDC.

Desde  el  inicio  del  proceso  de  transposición  las  Autoridades  Autonómicas  de  la

Competencia  (AAC)  del  País  Vasco,  Cataluña,  Andalucía,  Valencia,  Aragón  y  Galicia

solicitaron aprovecharlo para actualizar la normativa de competencia española haciendo

una  mayor  referencia  en  el  texto  de  la  LDC  a  las  AAC,  mejorando  el  sistema  de

coordinación entre la CNMC y las AAC (que se regula en la Ley 1/2002) y contemplando la

posibilidad de que las AAC pudiesen aplicar los artículos 101 y 102 del TFUE. Estas AAC

mantuvieron  reuniones  con la  presidenta de la  CNMC y con la  anterior  secretaria  de

Estado de Economía del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, Ana

de la Cueva Fernández. 

La transposición que se hizo de la Directiva? por medio del Real Decreto-ley 7/2021, de 27

de  abril,  de  transposición  de  directivas  de  la  Unión  Europea  en  las  materias  de

competencia,  prevención  del  blanqueo  de  capitales,  entidades  de  crédito,

telecomunicaciones,  medidas  tributarias,  prevención  y  reparación  de  daños

medioambientales,  desplazamiento  de  trabajadores  en  la  prestación  de  servicios
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transnacionales y defensa de los consumidores, no se recogió ninguna de las propuestas

de las AAC. En el debate parlamentario de aprobación de ese Real Decreto-ley se aprobó

que el mismo se tramitaría como proyecto de Ley. 

Sin embargo, durante el año 2022 no se tuvo información de la existencia de avances en la

tramitación de esa reforma. En la reunión del Consejo de Defensa de la Competencia se

informó por la presidenta de la CNMC de la falta de noticias sobre la tramitación de esta

reforma.

2.2 Actividades de defensa de la competencia

Las siguientes tablas representan la actividad de la CGC en materia de defensa de la

competencia.  La  primera  recoge  el  resumen  de  todas,  así  como  la  extensión  de  los

expedientes y, en la segunda, se incluye también un resumen de las mismas.

Cuadro 4.- Resumen de las resoluciones

1. RESOLUCIÓN RA 1/2022- COFRADÍA PESCADORES DE CAMARIÑAS

Actuación: Inadmitir el recurso por extemporáneo

Presentan recurso al TSXG: no

Expediente compuesto por: 12 carpetas electrónicas que incluyen 294 folios

2. RESOLUCIÓN 2/2022- TRANSPORTE DE VIAJEROS  LAS ISLAS CÍES

Actuación: Terminación convencional

Presentan recurso al TSXG: no

Expediente compuesto por: 64 carpetas electrónicas que incluyen 686 folios

3. RESOLUCIÓN 3/2022 – LICITACIÓN REHABILITACIÓN OFICINA CENTRAL DE EMPLEO
DE LUGO

Actuación: Terminación convencional

Presentan recurso al TSXG: no

Expediente compuesto por: 31 carpetas electrónicas que incluyen 638 folios

4. RESOLUCIÓN 4/2022 – TANATORIO DE POIO

Actuación: sanción
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Presentan recurso al TSXG: si

Expediente compuesto por: 80 carpetas electrónicas que incluyen 11.827 folios

5. RESOLUCIÓN 5/2022 – CONSEJO GALLEGO DE ECONOMISTAS

Actuación: archivo sin incoación

Presentan recurso al TSXG: no

Expediente compuesto por: 13 carpetas electrónicas que incluyen 419 folios

6. RESOLUCIÓN 6/2022 – SISTEMA EFIDELIUS

Actuación: archivo por prescripción de la presunta infracción

Presentan recurso al TSXG: no

Expediente  compuesto  por:  21  carpetas  electrónicas  que  incluyen  352  folios,  mas  el
expediente efidelius de la  AMTEGA, que está compuesto por mas de 1.000 folios

Cuadro 5. Resumen de las resoluciones

EXPEDIENTES

Nº TIPO FECHA

RESOLUCIÓN

NOMBRE

1/2022 Recurso

Administrativo

22/02/2022 Cofradías  de  pescadores  de

Camariñas

INICIO Interposición de Recurso Administrativo por parte de D. Víctor Manuel

Sambade Romar ante el cierre cautelar de la Información Reservada

3/2020 “Cofradía de pescadores de Camariñas”

FINAL Inadmisión IMPORTE N/A

EXTRACTO

Resolución en el Recurso Administrativo (Resolución identificada con las siglas “RA”),

interpuesto por D. Víctor Manuel Sambade Romar, al amparo de lo dispuesto en el

artículo 47 de la Ley 15/2007,  de 3 de julio,  de defensa de la  competencia  (LDC)

contra la decisión de la Subdirección de Investigación (SUBDIC),  de esta Comisión

Gallega de la Competencia, por la que se acordó el cierre cautelar de la información

reservada (IR)  que, en virtud de denuncia  presentada por el  ahora recurrente,  se

estaba  a  desarrollar  en  dicho  órgano  de  investigación  e  identificadas  con  la
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referencia IR 3/2020, “Cofradía de pescadores de Camariñas”.

Antecedentes:

Con  fecha  5  de  febrero  de  2020  se  recibía  en  la  Subdirección  de  Investigación

(SUBDIC), de la Comisión Gallega de la Competencia, una denuncia presentada por D.

Víctor  Manuel  Sambade  Romar,  en  la  que  manifestaba  la  posible  existencia  de

prácticas  restrictivas  de  la  competencia  atribuibles  a  la  “Cofraría  de  Pescadores

Virxe do Monte de Camariñas” (en adelante, “Cofradía de Pescadores de Camariñas”

o simplemente “Cofradía”) y, implícitamente, a su Patrón Mayor y a su Cabildo, en

relación a la comercialización de marisco (berberecho), en la Lonja de Camariñas,

gestionada por dicha Cofradía.

A la vista de la denuncia y al amparo del artículo 49 LDC, la SUBDIC realizó una

información  reservada  (IR),  de  forma  preliminar  para  saber  si  concurrían  las

circunstancias que justificasen la eventual incoación de un expediente sancionador,

identificando dichas diligencias indagatorias con la referencia “IR 3/2020 “Cofradía de

Pescadores de Camariñas”.

A  la  vista  de  toda  la  información  obtenida  en  las  diligencias  de  investigación

desarrolladas, la SUBDIC aportó la conclusión de que en la medida en que los hechos

denunciados e investigados revelaban la existencia de un conflicto entre partes, de

naturaleza estrictamente privada y, en todo, ajena a la normativa de Defensa de la

Competencia, tales hechos no constituirían una conducta de las prohibidas ni por el

artículo 2 LDC, invocado por el denunciante, ni por los artículos 1 y/o 3 LDC, que son

los únicos de los que una Autoridad de Competencia puede conocer, por lo que se

procedía al cierre cautelar de las actuaciones desarrolladas como IR 3/2020, Cofradía

de Pescadores de Camariñas.

Con fecha 21 de diciembre de 2021 el denunciante presentó recurso administrativo, al

amparo  del  artículo  47  LDC,  contra  el  acuerdo  de  esta  SUBDIC,  de  fecha  3  de

diciembre de 2021.

Con fecha 1 de febrero de 2022, el Secretario del Pleno de la Comisión Gallega de la

Competencia  solicita  al  amparo  del  artículo 24 LDC a la  SUBDIC la  remisión del

informe  y  las  actuaciones  identificadas  como  IR  3/2020  con  motivo  del  recurso
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administrativo interpuesto por el denunciante,  acompañando la  copia  del recurso

interpuesto por el mismo.

El  Pleno deliberó y  se  pronunció sobre  este asunto  en  su reunión de 22.02.2022

acordando lo que se recoge en la presente resolución,  de la  que se recogen los

aspectos principales de la misma:

1.- El objeto de la resolución es pronunciarse si el acuerdo con fecha 3 de diciembre

de 2021,  sobre a decisión de poner fin cautelarmente a la información reservada

desarrollada con la referencia IR 3/2020 de la cual no se desprendían indicios de

infracción de la LDC, es susceptible de producir indefensión o perjuicio irreparable a

los derechos o intereses legítimos del recurrente tal y como exige el artículo 47 de la

LDC.

2.- Analizando las particulares circunstancias del caso que motiva el recurso, este

Pleno entiende que el acuerdo de la SUBDIC no contiene elementos que permitan

deducir  una limitación en las  facultades de defensa del  recurrente.  Asimismo, la

presente  resolución,  que  resuelve  el  recurso  interpuesto,  deja  expedita  la  vía

jurisdiccional  contencioso-  administrativa,  por  lo  que  no cabe interpretar  que se

lesione el derecho a la defensa del recurrente. A su vez, la motivación incluida en el

acuerdo de la SUBDIC y la presente resolución, permiten descartar cualquier tipo de

indefensión.  Este  Pleno,  estimó que el  acuerdo no es  un acto capaz  de producir

perjuicio  irreparable  al  ahora  recurrente.  Tal  acuerdo  expone  de  forma

suficientemente motivada las razones por las cuales la SUBDIC no aprecia que de los

hechos denunciados se desprendan indicios de infracción de la LDC por lo que no se

presentan los requisitos de aplicación del artículo 47 de la LDC.

3.- Sobre la extemporaneidad del recurso administrativo interpuesto al amparo del

artículo 47 LDC, la norma de referencia para evaluar el recurso presentado es la

norma específica que recoge la actual LDC, esto es, el ya citado artículo 47 LDC.

El citado precepto regula no solo los motivos que podrían justificar su estimación,

siempre  que  la  resolución  o  acto  impugnado  proceda  de  la  Dirección  de

Investigación,  en  nuestro  caso,  la  SUBDIC,  (indefensión  o  prejuicio  irreparable  a

derechos y/o intereses legítimos), sino que regula de manera también específica y
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limitativa un plazo máximo de interposición: diez días (artículo 47.1 LDC, “en el plazo

de diez días”), que deben considerarse “hábiles”.

Asimismo, dispone el mismo artículo 47, en este caso, en su párrafo 2 que “2. El

Consejo inadmitirá, sin más trámite, los recursos interpuestos fuera de plazo”.

Lo  dispuesto  en  el  propio  precepto  de  referencia,  citado  correctamente  por  el

recurrente, implica que la SUBDIC revise si el  recurso interpuesto fue presentado

dentro del citado plazo de diez días hábiles, y, de no ser así, informe acerca de su no

admisión.

De  esta  manera,  e  centrándonos  ya  en  los  hechos  que  obran  acreditados  en  el

expediente y en sus consecuencias jurídicas inmediatas, el acto recurrido al acuerdo

de  poner  fin  a  la  información  reservada,  de  3  de  diciembre  de  2021,  fue

efectivamente notificado al interesado, ahora recurrente, el mismo 3 de diciembre

de 2021, pues en esa misma fecha fue abierta la comunicación que le fue remitida

mediante salida digital.

Por  su  parte,  el  recurso  administrativo  fue  interpuesto  mediante  un  escrito

presentado en una oficina de Correos, con fecha 21 de diciembre de 2021, teniendo

entrada en el IGCC, como muestra su registro, el 27 de diciembre de 2021.

Los datos anteriores revelan que fue presentado claramente fuera de plazo, pues

tomando como referencia el día siguiente al de su notificación, que sería el 4 de

diciembre de 2021, como fecha de inicio del cómputo de los diez días hábiles, el plazo

finalizaría  el  17  de  diciembre  de  2021,  constando  como  fecha  más  favorable  de

presentación para el interesado la del 21 de diciembre de 2021, según acredita el

sello de Correos.

Vistos los preceptos citados en la resolución y los demás de general aplicación, el

Pleno  de  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia,  resolvió  inadmitir  por

extemporáneo el recurso interpuesto por D. Víctor Manuel Sambade Romar en el que

se solicitaba la  anulación de la decisión de cerrar cautelarmente  las  actuaciones

seguidas como información reservada (IR), identificadas como IR 3/2020, “Cofradía de

pescadores de Camariñas” al no concurrir los requisitos previstos en el artículo 47
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LDC, confirmando la conformidad a Derecho de la decisión adoptada por la SUBDIC.
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EXPEDIENTES

Nº TIPO FECHA

RESOLUCIÓN

NOMBRE

2/2022 Artículo 1 de la

LDC

11/07/2022 Transporte  de  viajeros  a  las  islas

CíeS

INICIO De  oficio,  tras  denuncia  de  un  particular,  a  través  de  un  correo

electrónico,  a  la  Comisión  Nacional  de  Mercados  y  la  Competencia

(CNMC) y envío por parte de ésta en el marco de la Colaboración no

Reglada

FINAL Terminación

Convencional

IMPORTE N/A

EXTRACTO

Con fecha 30 de junio de 2016 se recibió en él, por aquel entonces, Consejo Gallego

de la Competencia y, en la actualidad, Comisión Gallega de la Competencia («CGC»),

una consulta remitida por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia

(«CNMC»),  en  el  marco  de  la  denominada  «Colaboración  no  Reglada»  («CNR»),

identificada como «CNR GAL 27- 15/15. BARCO A CÍES», que se recogía en un correo

electrónico recibido en la CNMC el 17 de junio de 2016, en el que se trasladaba el

hecho  de  que,  presuntamente,  las  tarifas  de  las  operadoras  que  realizaban  el

transporte marítimo regular de viajeros a las Islas Cíes, integradas en el «Parque

Natural Marítimo-Terrestre de las Islas Atlánticas» eran idénticas. El citado correo

electrónico fue remitido a la CGC por considerar que podría estarse refiriendo a la

posible existencia de un acuerdo prohibido por la LDC, cuyos eventuales efectos se

circunscribirían al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia, lo que

determinaba que su conocimiento e investigación correspondiera a la CGC, conforme

al dispuesto en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias

del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Competencia

(«Ley 1/2002»). 

A la vista de la citada comunicación, la Subdirección de Investigación de la CGC (en

adelante,  «SUBDIC»)  inició,  al  amparo  del  artículo  49  LDC,  una  información

reservada, identificada como «IR 15/2016, TRANSPORTE VIAJEROS Las ISLAS CÍES»,

encaminada a esclarecer la veracidad de los hechos y la posible existencia de indicios
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de práctica prohibida por la referida LDC.

Verificada la citada información reservada, el 8 de agosto de 2019, la SUBDIC elevó al

Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia una primera propuesta de archivo

de las actuaciones sin incoación de expediente sancionador al no apreciar, en aquel

momento, indicio de práctica prohibida por la LDC. En su examen de la propuesta, y

tras solicitar a la SUBDIC la realización de diversas actuaciones complementarias, el

Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia acordó, el 4 de noviembre de 2020,

solicitar a la Subdirección de Investigación la incoación de un expediente sancionador

contra  las  empresas:  Mar  de  Ons,  S.L.;  Naviera  Isla  de  Ons,  S.L.;  Naviera  Rías

Gallegas, S.L. y Cruceros Rías Bajas, S.L. por presuntas prácticas restrictivas de la

competencia prohibidas por el art. 1 LDC por una eventual práctica conscientemente

paralela,  que  tiene  por  objeto,  produzca  o  pueda  producir  el  efecto  de  impedir,

restringir  o falsear la competencia  en todo o parte del  mercado nacional,  por la

fijación de los mismos precios del billete de adultos en temporada alta desde el

porto de Vigo hasta las Islas Cíes, situadas dentro del «Parque Nacional de las Islas

Atlánticas de Galicia» durante los años 2013 a 2019.

El  pleno  de  la  CGC  acordó  el  10  de  febrero  de  2017  devolver  el  expediente  a

Subdirección  de  Investigación  al  objeto  de  que  realizara  las  actuaciones  que

considere necesarias con el fin de descartar o confirmar la existencia de indicios que

permitieran  incoar  el  expediente  sancionador,  de  acuerdo  con  el  previsto  en  el

artículo 49 de la LDC.

Con fecha 4 de noviembre de 2020, la SUBDIC, en virtud de la resolución del Pleno de

la Comisión Gallega de la Competencia, acordó incoar un expediente sancionador

identificado como «S 15/2016,  Transporte de viajeros a  las  Islas  Cíes» contra las

empresas:  «Mar  de  Ons,  SL»;  «Naviera  Isla  de  Ons,  SL  «Nabia»»;  «Naviera  Rías

Gallegas, SL» y «Cruceros Rías bajas, SL»; tal y cómo le había indicado el Pleno, por

presuntas prácticas restrictivas de la competencia prohibida por el artículo 1 y, en su

caso artículo 3, de la LDC en la fijación de los mismos precios del billete de adultos

en temporada alta desde el puerto de Vigo hasta las Islas Cíes, situadas dentro del

«Parque Nacional de las Islas Atlánticas de Galicia» durante los años 2013 a 2019, de

acuerdo con el dispuesto en el artículo 49.1 LDC y en el artículo 28 del RLDC, en
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virtud del dispuesto en el artículo 36.2.a) en relación con el artículo 33.2.a), de los

estatutos del IGCC.

Con fecha 6 de septiembre de 2021 se aprobó por la SUBDIC el Pliego de Concreción

de Hechos (PCH), que fue oportunamente notificado a los interesados.

Con fecha 10, 17 y 20 de diciembre de 2021 respectivamente, NAVIERA MAR DE ONS,

SL y NAVIERA DE LAS RÍAS GALLEGAS, SL y CRUCEROS RÍAS BAJAS, S.L. solicitaron, al

amparo del  artículo 52 LDC,  el  inicio  de las actuaciones para poder  poner  fin  al

presente  expediente  sancionador  mediante  Terminación  Convencional,  el  cual  se

inicia el 22 de diciembre de 2021.

Tras  examinar  las  propuestas  presentadas  y  valorarse  las  contrapropuestas

remitidas  por  la  SUBDIC  y  las  empresas  interesadas,  finalmente  se  llegó  a  un

acuerdo sobre los siguientes compromisos que, asumidos por todas las empresas

objeto del presente expediente, cumplen, a juicio de la SUBDIC, las exigencias del

artículo 52 LDC.

En el expediente se recoge el análisis del mercado relevante (producto, geográfico,

temporal), la normativa aplicable (sobre el transporte regular marítimo de viajeros o

sobre el Parque Nacional marítimo-terrestre de las Islas Atlánticas de Galicia).

El expediente recoge que dentro de las funciones de resolución atribuidas al Pleno

de la CGC, el artículo 52.1 de la LDC dispone que este podrá resolver, por propuesta

de la Subdirección de Investigación, la terminación convencional del procedimiento

sancionador incoado cuando los presuntos infractores propongan compromisos que

resuelvan los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del

expediente y quede suficientemente garantizado el interés público.

En este caso, la conducta objeto del expediente sancionador se suscitó con motivo

de presuntas prácticas restrictivas de la competencia prohibidas por el art. 1 LDC por

una eventual práctica conscientemente paralela, que tiene por objeto, produzca o

pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en todo o

parte  del  mercado nacional,  por  la  fijación  de  los  mismos  precios  del  billete  de

adultos  en temporada  alta  desde el  porto  de Vigo  hasta las  Islas  Cíes,  situadas

dentro del «Parque Nacional de las Islas Atlánticas de Galicia» durante los años 2013
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a 2019.

Tras  examinar  las  propuestas  presentadas  y  valorarse  las  contrapropuestas

remitidas  por  la  SUBDIC  y  las  empresas  interesadas,  finalmente  se  llegó  a  un

acuerdo sobre los compromisos que, asumidos por todas las empresas objeto del

presente expediente, cumplen las exigencias del artículo 52 LDC.

De esta forma, el Pleno de la CGC aprueba:

-  Declarar  y  aprobar  la  Terminación  Convencional  del  Expediente  sancionador  S

15/2016 Transporte de viajeros a las Islas Cíes, por considerar adecuados, suficientes

y  vinculantes  los  compromisos  presentados  y  concretados  en  la  propuesta  de

terminación  convencional  que  acompaña esta  Resolución  en  anexo  ,  como parte

integrante de la misma y  que esos compromisos asumidos resuelven los efectos

sobre la competencia derivados de la conducta objeto del expediente y que con ellos

queda garantizado suficientemente el interese público.

- Mar de Ons, SL (B36194066); Naviera Isla de Ons, SL (B36299667), Naviera de las

Rías Gallegas, SL (B36531747); y Cruceros Reías bajas, SL (B36018448) se obligan al

cumplimiento,  fiel  y  puntual,  de  los  compromisos  presentados  y  aprobados  que

conforman el Anexo.

-  Que su incumplimiento tendrá la consideración y calificación de infracción muy

grave de acuerdo con el artículo 62.4.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa a

Competencia.

- Encomendar a la Subdirección de Investigación a vigilancia de esta Resolución de

terminación convencional y, por lo tanto, de los compromisos propuestos y de las

obligaciones impuestas para lo eficaz cumplimiento de aquellos.

- Comunicar esta Resolución a la Subdirección de Investigación del CGC y notificar a

los interesados haciéndoles saber que contra esta no cabe recurso alguno en vía

administrativa,  pudiendo  interponer  recurso  contencioso-administrativo  en  los

términos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de junio , reguladora de la jurisdicción

contencioso administrativa, lo cual por imperativo del artículo 31.2 de la Ley 1/2011,

de  28  de  febrero,  reguladora  del  Consejo  Gallego  de  la  Competencia  ha  de
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interponerse ante el Tribunal Superior de Justicia de Galicia.

Los compromisos acordados para la terminación convencional son los siguientes:

PRIMERO. - Compromiso individual de cada empresa de desarrollar una política de

fijación de precios/tarifas autónoma e independiente.

Para  el  cumplimiento  efectivo  de  este  compromiso,  cada  empresa  aprobará

anualmente una declaración responsable firmada por los  representantes de cada

empresa  y  sus  responsables  comerciales,  que  recoja  el  cumplimiento  del

compromiso de mantener una política de precios/ tarifas autónoma e independiente,

que remitirá a la SUBDIC de forma individual,  en el plazo máximo de tres meses

posterior al acuerdo adoptado, en su caso, por el Pleno, y posteriormente durante

los  tres  años siguientes,  adoptando y  remitiendo a  la  SUBDIC un nuevo acuerdo

idéntico al primero, dentro de los tres primeros meses de cada año.

SEGUNDO. - Compromiso individual de cada empresa de revisar sus actuales tarifas

tras un análisis de sus costes, expectativas y política comercial independiente.

A tal efecto, y durante los tres meses siguientes al acuerdo del Pleno, en su caso,

cada empresa deberá llevar a cabo una campaña de difusión pública individualizada

de descuentos y promociones como punto de partida de su política de tarifas.

Para  garantizar  el  cumplimiento  de  este  compromiso,  cada  empresa  remitirá  de

forma individual a la SUBDIC, un informe de costes, evolución de tarifas en función

de dicha evaluación de costes y expectativas y  la política comercial desarrollada,

especificando  las  campañas  de  difusión  pública  que  deben  realizar,  al  objeto  de

trasladar  a  sus  clientes  su  política  comercial,  así  como  su  respectivo  plan  de

descuentos y promociones junto con el resultado obtenido (variación en el número

de pasajeros, ahorro para el usuario, fidelización, etc.), con plazo máximo el 31 de

diciembre  de  2022,  garantizando en  todo caso  6  meses  desde la  resolución,  del

correspondiente acuerdo adoptado, en su caso, por el Pleno.

TERCERO.  -  Compromiso  individual  de  cada  empresa  de  mejorar  sus  servicios  y

atención  al  cliente;  en  especial,  respecto  de  las  personas  con  algún  tipo  de

discapacidad.
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En  concreto  y  en  relación  con  aquellas  personas  que  presenten  un  grado  de

discapacidad igual o superior al 33%, dicha atención se materializará en una política

de descuentos específica, adicional a cualquier otra que pudiera ser de aplicación, de

la  que  se  beneficiarán  tanto  la  persona  con  discapacidad  como,  en  su  caso,  su

acompañante,  así  como  en  la  incorporación  de  cualquier  medida  razonable  que

pueda mejorar sus condiciones de accesibilidad, seguridad y bienestar.

Este compromiso se acreditará remitiendo a la SUBDIC, en el plazo de seis meses

posterior al acuerdo adoptado, en su caso, por el Pleno, de un informe en el que se

detallen estos descuentos y su porcentaje respecto al precio ordinario, así como, en

su  caso,  las  mejoras  específicas  que  puedan  implantarse  para  mejorar  sus

condiciones de accesibilidad, seguridad y bienestar.

CUARTO. - Compromiso individual de cada empresa de implantar un programa de

cumplimiento normativo que incluya, en todo caso, el tratamiento específico de los

riesgos antitrust.

Este compromiso se materializará en la remisión a la SUBDIC, por parte de cada

empresa,  en  el  plazo  de  seis  (6)  meses  desde  la  adopción,  en  su  caso,  del

correspondiente acuerdo del Pleno, de un cronograma de actuación y la indicación de

la  empresa  seleccionada  para  realizarlo  y/o  la  identificación  de  la  persona

responsable  dentro  de  la  propia  empresa  a  quien  se  hubiera  encargado  su

elaboración o seguimiento. El programa de cumplimiento normativo antitrust deberá

presentarse y estar implantado con carácter definitivo y efectivo dentro de los seis

(6) meses siguientes a la remisión del cronograma y la demás información solicitada

previamente.  Para la  elaboración de  dicho Programa de  Cumplimiento  se  tendrá

especialmente en cuenta la “Guía sobre los programas de cumplimiento en relación

con las normas de Defensa de la Competencia”, aprobada por la Comisión Nacional

de los Mercados y de la Competencia (CNMC). Con independencia de la elaboración

del programa de cumplimiento, la empresa dará formación específica en materia de

cumplimiento  normativo,  destacando  el  ámbito  de  la  competencia,  al  personal

directivo y comercial de la empresa en el plazo de seis meses desde la adopción del

correspondiente acuerdo del  Pleno.  Esta formación inicial  deberá cumplir  con los

requisitos que establece la CNMC en la guía citada. Deberá acreditarse la impartición
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de la correspondiente formación mediante certificación emitida por la entidad que la

realiza, que se remitirá a la SUBDIC en el plazo de dos meses desde la terminación de

la formación mencionada.

QUINTO.  -  Compromiso  individual  de  cada  empresa  de  implementar  medidas  de

gestión  dirigidas a  una mejor  promoción y  comercialización  de  sus servicios  que

permitan agilizar el proceso de fijación de tarifas y su comunicación pública.

El cumplimiento de este compromiso se acreditará mediante la remisión a la SUBDIC

de un informe anual, durante los tres años posteriores a la adopción por el Pleno, en

su caso, del correspondiente acuerdo,  sobre las medidas adoptadas cada año.  La

SUBDIC garantizará el secreto comercial en cumplimiento de la legislación vigente.

El  primer  informe se remitirá  a  la  SUBDIC  en  el  plazo de 12 meses posterior  al

acuerdo adoptado, en su caso, por el Pleno.

SEXTO.  -   Compromiso  individual  de  cada  empresa  de  implantar  un  canal  de

denuncias  en  los  términos  establecidos  por  la  Directiva  (UE)  2019/1937  del

Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección

de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión Europea.

La empresa pondrá en conocimiento de todos sus empleados el canal de denuncias e

impartirá formación básica sobre el mismo y sobre sus protocolos asociados. Deberá

acreditarse la impartición de la correspondiente formación mediante certificación

emitida por la propia empresa naviera o por la entidad que la realiza, que se remitirá

a  la  SUBDIC  en  el  plazo  de  dos  meses  desde  la  terminación  de  la  formación

mencionada.  Este  compromiso  deberá  hacerse  efectivo  en  el  plazo  de  6  meses

posterior al acuerdo que, en su caso, adopte el Pleno.

El  cumplimiento  de  este  compromiso  se  acreditará  mediante  certificación  del

responsable de la  empresa en el  que haga constar  sus características  y efectiva

implantación, que deberá ser remitido a la SUBDIC dentro del plazo previsto para la

implantación efectiva del Programa de Cumplimiento.

Compromiso individual de cada empresa de remitir a la SUBDIC copia de cada una de

las comunicaciones que preceptivamente debe hacer llegar a la Dirección Xeral de
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Mobilidade,  de  la  Consellería  de  Infraestructuras  e  Mobilidade,  de  la  Xunta  de

Galicia, para mantener permanentemente actualizados los datos correspondientes a

las  tarifas  aplicadas por  cada empresa,  que  se  deben  recoger  en  el  Registro  de

Empresas Operadoras de Transporte Marítimo de Galicia

Esta información deberá ser remitida a la SUBDIC durante los tres años posteriores a

la adopción por el Pleno, en su caso, del correspondiente acuerdo adoptado por el

Pleno,  con  la  documentación  acreditativa  de  haberse  realizado  la  comunicación

preceptiva a dicho registro.
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EXPEDIENTES

Nº TIPO FECHA

RESOLUCIÓN

NOMBRE

3/2022 Artículo 1 de la

LDC

25/11/2022 Licitación  rehabilitación  oficina

central de empleo de Lugo

INICIO Por  comunicación  de  la  Secretaría  General  Técnica de  la,  por  aquel

entonces, Consellería de Economía, Empleo e Industria de la Xunta de

Galicia  (en  la  actualidad,  Vicepresidencia  Primera  y  Consellería  de

Economía, Industria e Innovación) por posibles prácticas prohibidas por

la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia con relación

al  expediente  de  contratación  pública  identificado  como  “Obra  de

rehabilitación de edificio para la nueva oficina central de empleo de

Lugo 2019_016_SXT_OPL”.

FINAL Terminación

Convencional

IMPORTE N/A

EXTRACTO

Antecedentes:

Con fecha 24 de febrero de 2020,  la Secretaría General Técnica de la,  por aquel

entonces, Consellería de Economía, Empleo e Industria de la Xunta de Galicia (en la

actualidad,  Vicepresidencia  Primera  y  Consellería  de  Economía,  Empresa  e

Innovación),  remitió  a  esta  Comisión  Gallega  de  la  Competencia  (CGC)  una

comunicación, a los efectos de lo dispuesto en los artículos 132.3 y 150.1 de la Ley

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) por la que se

trasponen  al  ordenamiento  jurídico  español  de  las  Directivas  del  Parlamento

Europeo y del Consejo nº 2014.23.UE, de 26 de febrero de 2014 y del artículo 23.2 de

la Ley 14/2013, de 26 de diciembre, de racionalización de sector público autonómico,

al apreciar indicios de posibles conductas prohibidas por la Ley 15/2007, de 3 de julio,

de Defensa de la Competencia (LDC) por parte de las empresas OBRAS Y SERVICIOS

GÓMEZ CRESPO, S.L. y la UTE PRADO LAMEIRO S.L. – ATCON, S.L., en relación con el

expediente  de  contratación  pública  identificado  como “Obra  de  rehabilitación  de

edificio para la nueva oficina central de empleo de Lugo 2019_016_SXT_OPL”.

A la vista de la citada comunicación, con fecha 17 de febrero de 2022, la Subdirección
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de Investigación de la CGC (en adelante, «SUBDIC»), una vez verificada la asignación

de la investigación y desarrollada la Información Reservada (IR) pertinente, acordó

incoar  el  expediente  sancionador,  identificado  como  S  4.2020  Licitación

rehabilitación oficina central de Lugo 2, contra las mercantiles OBRAS Y SERVICIOS

GÓMEZ CRESPO, S.L. y la UTE PRADO LAMEIRO S.L. – ATCON, S.L., al apreciarse la

existencia de indicios racionales de una posible conducta prohibida por los artículos 1

o 3 LDC, atribuibles a las referidas empresas.

Con  fecha  18  de  mayo  de  2022,  la  representación  legal  de  OBRAS  y  SERVICIOS

GÓMEZ  CRESPO,  S.L.  presentó  alegaciones  al  citado  acuerdo  de  incoación,

manifestando su plena voluntad de colaboración con la SUBDIC y solicitando el inicio

de tramitación de las actuaciones para una posible Terminación Convencional (TC)

del  citado  expediente  sancionador,  ofreciendo  la  siguiente  propuesta  inicial  de

compromisos.

Con fecha 25 de mayo de 2022, la SUBDIC acepta iniciar la tramitación de la posible

terminación convencional del expediente, acuerda la suspensión del plazo máximo

para dictar resolución y efectúa una contrapropuesta de compromisos al objeto de

salvaguardar los intereses que exige el artículo 52 LDC que mejoraría, a su juicio, las

propuestas presentadas por OBRAS y SERVICIOS GÓMEZ CRESPO, S.L.

Con  fecha  8  de  junio  de  2022,  la  mercantil  ACTIVIDADES  CONSTRUCCIONES  Y

VOLADURAS, S.L., presenta algunas alegaciones.

Con fecha 9 de junio de 2022, la empresa PRADO LAMEIRO, S.L., remite escrito de

contestación a la terminación convencional propuesta.

Con fecha 21 de junio de 2022 la SUBDIC remite a los interesados una propuesta de

compromisos que considera definitivos, a los efectos de lo exigido por el artículo 52

LDC.

Con fecha 4 de julio de 2022, PRADO LAMEIRO, S.L. remite escrito de contestación y

aceptación de la propuesta final de Terminación Convencional correspondiente al

expediente S 4.2020.

Con fecha 4 de julio de 2022, OBRAS Y SERVICIOS GOMEZ CRESPO, S.L., remite escrito
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de contestación y aceptación de la Terminación Convencional final propuesta por la

SUBDIC y con relación al expediente S 4.2020.

Con fecha 6 de julio de 2022, ACTIVIDADES CONSTRUCCIONES Y VOLADURAS, S.L.,

presenta la aceptación a la Terminación Convencional del Expediente S 4/2022.

Tras  examinar  las  propuestas  presentadas  y  valorarse  las  contrapropuestas

remitidas  por  la  SUBDIC  y  las  empresas  interesadas,  finalmente  se  llegó  a  un

acuerdo sobre los compromisos que, asumidos por todas las empresas objeto del

presente expediente, cumplen, a juicio de la SUBDIC, las exigencias del artículo 52

LDC. 

Con fecha 25 de noviembre de 2022 el Pleno se reunió para deliberar y aprobar esta

Resolución, en la cual se establecen las partes interesadas en el procedimiento, se

analiza el marco normativo, los fundamentos de derecho del mismo, una valoración

preliminar de la  conducta imputada a los  denunciados, que recoge las  presuntas

prácticas restrictivas  de la  competencia  prohibida por el  artículo 1  y,  en su caso

artículo 3, de la LDC por presentar ofertas técnicas idénticas en el Expediente de

contratación  pública,  Expte  2019_016_SXT_OPL,  correspondiente  a  la  “Obra  de

rehabilitación  del  edificio  para  la  nueva  oficina  central  de  empleo  de  Lugo”,

información remitida por la Secretaría General Técnica de la, por aquel entonces,

Consellería de Economía, Empleo e Industria de la Xunta de Galicia (en la actualidad,

Vicepresidencia Primera y Consellería de Economía, Empresa e Innovación).

El  Pleno  del  CGC  comparte  la  valoración  que  efectúa  la  SUBDIC  sobre  los

compromisos  ofrecidos  por  los  denunciados  con  objeto  de  promover  niveles

aceptables de competencia en el mercado de referencia, entendiendo asimismo que

su  conocimiento  público  y  difusión  podrá  tener  efectos  beneficiosos  cara  a  la

generalización de la conciencia en ese sector de cuáles son las buenas y las malas

prácticas y de las graves consecuencia  que estas últimas tienen, no solo para el

funcionamiento del mercado en detrimento del deseable y posible bienestar de los

consumidores,  sino  para las  propias  empresas infractoras,  cualquiera que  sea su

tamaño, que tendrán que afrontar expedientes sancionadores con la imposición de

importantes  sanciones  económicas.  Comparte  también  el  Pleno la  valoración  del

hecho innovador que supone los compromisos presentados por las empresas en su
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sector que no solo incluye el deber de abstenerse de prácticas anticompetitivas sino

también de denunciar todas aquellas que puedan conocer acogiéndose, en su caso, al

programa de clemencia.

El  Pleno  de  la  CGC  después  de  evaluar  los  compromisos  presentados  por  la

denunciada  para  restablecer  los  niveles  de  competencia  efectiva  en  el  mercado,

resolvió:

Primero.  -  Declarar  y  aprobar  la  Terminación  Convencional  del  Expediente

sancionador S 4/2020 Licitación rehabilitación oficina central de empleo de Lugo, por

considerar  adecuados,  suficientes  y  vinculantes  los  compromisos  presentados  y

concretados  en  la  propuesta  de  terminación  convencional  que  acompaña  esta

Resolución en anexo , como parte integrante de la misma y que esos compromisos

asumidos  resuelven  los  efectos  sobre  la  competencia  derivados  de  la  conducta

objeto del expediente y que con ellos queda garantizado suficientemente el interese

público.

Segundo. – OBRAS Y SERVICIOS GOMEZ CRESPO, S.L. (B32021487), PRADO LAMEIRO,

S.L.  (B32241432)  y  ACTIVIDADES  CONSTRUCCIÓN  Y  VOLADORAS  (ATCON),  S.L.

(B32316226)  se  obligan  al  cumplimiento,  fiel  y  puntual,  de  los  compromisos

presentados y aprobados que conforman el Anexo.

Tercero. - Su incumplimiento tendrá la consideración y calificación de infracción muy

grave de acuerdo con el artículo 62.4.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa a

Competencia.

Cuarto.  -  Encomendar  a  la  Subdirección  de  Investigación  a  vigilancia  de  esta

Resolución  de  terminación  convencional  y,  por  lo  tanto,  de  los  compromisos

propuestos y de las obligaciones impuestas para lo eficaz cumplimiento de aquellos.

Comunicar esta Resolución a la Subdirección de Investigación del CGC y notificar a

los interesados haciéndoles saber que contra esta no cabe recurso alguno en vía

administrativa,  pudiendo  interponer  recurso  contencioso-administrativo  en  los

términos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de junio , reguladora de la jurisdicción

contencioso administrativa, lo cual por imperativo del artículo 31.2 de la Ley 1/2011,

de  28  de  febrero,  reguladora  del  Consejo  Gallego  de  la  Competencia  ha  de
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interponerse ante el Tribunal Superior de Justicia de Galicia.

Compromisos:

1. Remisión a la SUBDIC, en el plazo de un mes, desde que, en su caso, el Pleno dicte

su resolución aceptando la Terminación Convencional, de una declaración firmada

por el máximo representante de cada una de las empresas (en su caso, adoptado por

acuerdo del Órgano de administración), en la que se manifieste de forma expresa el

compromiso de la empresa con la normativa de Competencia.

2.  Elaboración  de  un  “programa  de  cumplimiento  en  materia  de  Defensa  de  la

Competencia”,  que  recoja  los  ilícitos  antitrust  tipificados  en  la  normativa  de

Competencia, que sea creíble y capaz de dar solución a los problemas que en este

ámbito puedan presentar a las empresas, adaptado a sus específicas características

y dimensiones. Así esta SUBDIC propone que en el plazo máximo de tres (3) MESES

desde la resolución que, en su caso adopte el Pleno de la Comisión Gallega de la

Competencia, se deberá presentar un “Proyecto de programa de cumplimiento en

materia de Defensa de la Competencia” que deberá ejecutarse en el plazo de doce

(12) meses posteriores a la presentación de dicho proyecto ante la SUBDIC.

3.  Publicación en la  web corporativa  de cada  una de las  empresas de  la  versión

íntegra de la Resolución que en su caso dicte el Pleno, en la página principal y lugar

visible.  Dicha publicación deberá estar en la referida página web dentro del  mes

siguiente a la fecha en que se dicte la Resolución, y comunicárselo en dicho plazo a la

SUBDIC, permaneciendo visible en las condiciones indicadas, durante al menos dos

(2) años.

4. Remisión de una copia de la citada Resolución que en su caso adopte el Pleno en el

plazo de un mes desde su notificación, a las asociaciones profesionales a la que cada

una  de  las  empresas  pertenezca,  con  la  indicación  de  que  sea  analizada  por  su

Órgano de dirección, para que traslade su valoración junto, en su caso, con copia de

la  Resolución  a  todos  sus  asociados.  Del  conjunto  de  estas  remisiones,  se  dará

constancia a la SUBDIC en el mes posterior a su envío.
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EXPEDIENTES

Nº TIPO FECHA
RESOLUCIÓN

NOMBRE

4/2022 Artículo 2 de la
LDC

16/12/2022 Tanatorio de Poio

INICIO Tras denuncia

FINAL Sanción IMPORTE 81.526,66  euros  (Sepelios  San
Marcos, S.L.)

1.888,25 euros (Tanatorio de Poio)

EXTRACTO

El Pleno de la CGC dictó resolución en relación con el Expediente Sancionador 6/2020

Tanatorio  de  Poio,  que  ha  tenido  origen  en  la  denuncia  presentada  por  ALBIA

GESTIÓN DE SERVICIOS, S.L.U., (en adelante, ALBIA) contra SEPELIOS SAN MARCOS,

S.L.,  (en  adelante,  SEPELIOS SAN MARCOS),  con fecha 25/03/2020,  por  presuntas

prácticas abusivas prohibidas de las contempladas en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de

Defensa de la  Competencia  (en adelante,  LDC),  realizadas  por  dicha  empresa en

diversas instalaciones funerarias que gestiona en varios municipios de la provincia de

Pontevedra, entre otros, en el Ayuntamiento de Poio. 

Posteriormente, con fecha 5 de junio de 2020, tuvo también entrada en la Comisión

Gallega  de  la  Competencia  (CGC)  otra  denuncia,  presentada  por  otro  operador

FUNERARIA SAN MAURO, S.L., (en adelante, FUNERARIA SAN MAURO), presente en el

mismo mercado que la denunciante anterior (ALBIA), que formula contra TANATORIO

DE POIO, S.L, (en adelante TANATORIO DE POIO) a la que atribuyó diversas prácticas

presuntamente abusivas realizadas por dicha empresa en su condición de titular del

tanatorio  de  Poio,  —único  existente  en  dicho  municipio—,  que  presuntamente

beneficiarían a la empresa SEPELIOS SAN MARCOS, exponiendo la existencia de los ya

referidos vínculos jurídicos entre ambas empresas (TANATORIO DE POIO y SEPELIOS

SAN MARCOS).

Las citadas denuncias dieron lugar a la apertura de las correspondiente información

reservada (IR), por parte de la Subdirección de Investigación (en adelante, SUBDIC), al

amparo de lo dispuesto en el artículo 49.1 LDC, cuyo detalle, si bien se expuso ya en

el punto 1.2  de la  Propuesta de Resolución en el  Expediente Sancionador 6/2020
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TANATORIO DE POIO elaborada por la SUBDIC.

Después de varias solicitudes de ampliación de plazos, de solicitudes de acceso a la

documentación,  de  la  formulación  de  diversas  alegaciones,  de  la  investigación

realizada  por  la  SUBDIC  y  del  intento  de  una  terminación  convencional,  que  no

aceptan  todas  las  empresas,  Con  fecha  15/02/2022  la  SUBDIC  acuerda  dar  por

concluidas las actuaciones para la terminación convencional del Expediente S 6/2020

Tanatorio de Poio, iniciadas a solicitud de SEPELIOS SAN MARCOS, SL y TANATORIO

DE POIO, SL, por no concurrir las condiciones del artículo 52.1 LDC, levantando la

suspensión  provisional  del  cómputo  del  plazo  máximo  para  resolver  el  referido

procedimiento  sancionador  fijando  como  nuevo  plazo  máximo  para  resolver  el

procedimiento  sancionador  del  Expediente  S  6/2020  Tanatorio  de  Poio,  la  del

18/10/2022. Dicho acuerdo fue notificado a las partes, lo que fue notificado al Pleno

de la CGC el día 15/02/2022, acompañada de las alegaciones que a la misma habían

presentado SEPELIOS SAN MARCOS, S.L., TANATORIO DE POIO, S.L., ALBIA GESTIÓN

DE  SERVICIOS,  S.L.U.  y  a  FUNERARIA  SAN  MAURO  S.L.  y  de  los  documentos

presentados.

El Pleno de la CGC de fecha 19/05/2022 al amparo del art. 63.1 de la Ley 15/2007, de 3

de julio,  de Defensa de la  Competencia  (LDC)  acordó instar a  la  Subdirección de

Investigación para la práctica de la diligencia de requerir a la empresa denunciada

que aportara, en el plazo de 7 días, la cifra de su volumen de negocios total del año

2021, ya que en el expediente constaba el volumen del año 2020.

El  Pleno de la  Comisión Gallega de  la  Competencia  con fecha 11/07/2022 acordó

solicitar a la Subdirección de Investigación, al amparo del artículo 51.1  de la LDC

desarrollado por el artículo 36 del Real Decreto 261/2008, de 22 de febrero por el

que se aprueba el Reglamento de Defensa de la Competencia (RDC), la práctica, de

oficio, de la realización de actuaciones complementarias y de prueba distintas de las

ya practicadas ante la Subdirección de Investigación en la fase de instrucción, con el

fin de aclarar cuestiones precisas y necesarias para la formación de juicio. Asimismo,

se acordó la suspensión del plazo para resolver y notificar de conformidad con el

establecido en los artículos 37.1 letra e) de la LDC y el artículo 12.1 b) del RDC y se

concedió a los interesados un plazo de 7 días desde la notificación del acuerdo para

64 COMISIÓN GALLEGA DE LA COMPETENCIA MEMORIA 2022



que formularan las  alegaciones que estimasen pertinentes sobre las  actuaciones

complementarias acordadas.

Con fecha 21/07/2022 la representación de SEPELIOS SAN MARCOS, S.L. y TANATORIO

DE POIO, S.L presentaron alegaciones al acuerdo de actuaciones complementarias.

Con  fecha  22  de  julio  ALBIA  GESTIÓN  DE  SERVICIOS,  S.L.U.  también  presentó

alegaciones.

En el Pleno de 25/08/2022 vista la documentación recibida y observando que parte

de la documentación resultaba incompleta, que existían contradicciones en la misma

y  que  no  se  daba  respuesta  a  lo  solicitado  se  acordó  volver  a  requerir  a  la

Subdirección de Investigación para que reiterara la solicitud de la realización de las

pruebas acordadas en el Pleno de 11 de julio ya que no habían sido aportadas en los

términos del requerimiento.  El  30 de septiembre la Subdirección de Investigación

remitió  al  Pleno el  resultado de  la  reiteración  de  la  práctica  de  las  actuaciones

complementarias y prueba que completaban las solicitadas por el Pleno de 11 de

julio.

En el Pleno de 04/10/2022 acordó rechazar la solicitud de confidencialidad de los

anexos  1(i)  e  anexo  1(ii)  de  la  documentación  aportada  por  ALBIA  tras  el

requerimiento de Información aprobada por el Pleno de la Comisión Gallega de la

Competencia de 11 de julio de 2022 y desagregar y excluir del expediente y proceder

a devolución a ALBIA de los anexo 4, anexo 5, anexo 6 y anexo 7 de la documentación

aportada por ALBIA tras el requerimiento de Información aprobada por el Pleno de 11

de  julio  de  2022.  En  ese  mismo  pleno,  una  vez  examinada  la  documentación

presentada, se acuerda dar traslado a los interesados del resultado de las diligencias

de prueba y del resultado de las actuaciones complementarias para que, en el plazo

de 10 días, aleguen lo que estimen conveniente y valoren el resultado de las mismas.

El 14/11/2022 el Pleno del CGC recibidas los alegatos de SEPELIOS SAN MARCOS y de

TANATORIO DE POIO y visto el  contenido de  las  mismas y  de la  documentación

complementaria, acordó dar por cumplido el trámite de valorar los interesados el

resultado de la actuación complementaria y continuar con el expediente levantado el

plazo  de  suspensión  del  mismo  aprobado  en  el  Pleno  de  11  de  julio  de  2022.

Asimismo, acordó señalar como nuevo plazo máximo para resolver el procedimiento
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sancionador del Expediente S 6/2020 Tanatorio de Poio, la del 20 de marzo de 2023.

Dicho acuerdo fue notificado a los interesados.

Con fecha 16 de diciembre de 2022 el Pleno se reunió para deliberar y aprobar esta

Resolución, que analiza el objeto de negocio de las empresas que forman parte del

expediente,  los  hechos  probados,  la  caracterización  del  mercado,  el  mercado  de

producto,  el  mercado geográfico,  los  fundamentos jurídicos,  la  competencia  para

resolver, la propuesta del órgano de instrucción, la calificación jurídica de los hechos

desde la perspectiva de la LDC (abuso de posición de dominio, artículo 2 LDC), las

pruebas y evidencias recogidas en el procedimiento y la jurisprudencia en la materia

analizada que llevó a las siguientes:

CONCLUSIONES

La pluralidad de pruebas e indicios recogidos en los puntos anteriores es tan amplia

y consistente; la participación de las empresas denunciadas (TANATORIO DE POIO y

SEPELIOS SAN MARCOS) es evidente; el enlace preciso y directo entre esos indicios y

la infracción según las reglas del criterio humano es claro; la existencia de un nexo

causal entre los hechos ejecutados por las empresas y la infracción fue acreditado

que, la conclusión razonada que es posible extraer no puede ser otro que dichas

empresas han utilizado el poder de mercado de una de ellas (TANATORIO DE POIO)

para mediatizar,  en beneficio de la  otra  (SEPELIOS SAN MARCOS),  la decisión del

usuario que debería de haber sido libre, condicionando esa elección por el hecho de

desear acceder a un tanatorio que es el único existente en la localidad donde desean

se preste el servicio (Poio). Se ha acreditado que en la actividad desarrollada por las

empresas SEPELIOS SAN MARCOS, S.L. y TANATORIO DE POIO, S.L han realizado una

conducta prohibida por el artículo 2 LDC, que aparece tipificada en su apartado 2,

letras a) La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u otras condiciones

comerciales o de servicios no equitativos; y c) La negativa injustificada a satisfacer

las demandas de compra de productos o de prestación de servicios.

De conformidad con el dispuesto en el artículo 50.4 LDC, practicados los actos de

instrucciones necesarios, la Subdirección de Investigación formulará propuesta de

resolución que será notificada a los interesados para que, en el plazo de quince días,

formulen  las  alegaciones  que  tengan  por  convenientes.  Dicha  propuesta,  en  los
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expedientes sancionadores en materia de  competencia incoados a  partir  de 2 de

octubre de 2016, incluirá “la sanción que se proponga” en los términos señalados en

el  art.  89.3  de  la  Ley  39/2015,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las

Administraciones  Públicas.  La  SUBDIC  considera  acreditada  la  comisión  de  una

infracción del artículo 2 LDC de la que son responsables las entidades TANATORIO

DE POIO y SEPELIOS SAN MARCOS, conducta tipificada en el apartado 2, del referido

artículo en sus letras a) “La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u

otras  condiciones  comerciales  o  de  servicios  no  equitativos”  y  c)  “La  negativa

injustificada a satisfacer las demandas de compra de productos o de prestación de

servicios”.

Como se analiza en el expediente, son cuatro las conductas que este Pleno considera

que han implicado un uso abusivo del poder de dominio por parte de las empresas

denunciadas:

- El sistema de reserva de salas del tanatorio de Poio para uso exclusivo de la

empresa funeraria SEPELIOS SAN MARCOS.

-  El  uso  de  descuentos  de  las  tarifas  del  tanatorio  de  Poio  de  forma  no

equitativa y discriminatoria entre las empresas funerarias.

- La utilización de las tarifas del tanatorio de Poio de forma no equitativa

entre las empresas funerarias.

- La exclusión del uso de salas del tanatorio de Poio a empresas funerarias

que lo solicitan.

Se acredita la existencia de una infracción, supuesto de abuso de los denominados

“exclusionarios”,  que proyecta un efecto anticompetitivo sobre el mercado de los

servicios funerarios y, por consiguiente, causando un daño que podrá o no ser objeto

de valoración por ALBIA y FUNERARIA SAN MAURO. Las pruebas que obran en este

expediente no han sido meras sospechas, rumores o conjeturas, sino la acreditación

y el camino hacia la definitiva convicción de la actuación ilícita de TANATORIO DE

POIO S.L., y SEPELIOS SAN MARCOS, S.L.

La  propuesta  formulada  por  la  SUBDIC  recibió  varias  alegaciones  relativas  a  la
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cuantía y al tipo de sanción, alegaciones que fueron analizadas por este Pleno de la

CGC, el cual, finalmente aprobó las siguientes sanciones para las empresas:

� SEPELIOS  SAN MARCOS,  S.L.:  81.526,66  (OCHENTA Y  UN MIL  QUINIENTOS

VEINTISEIS EUROS CON SESENTA Y SEIS CÉNTIMOS), que se corresponde con

el 2,5% del Volumen de negocio total 2021.

� TANATORIO DE POIO, S.L.:  1.888,25 euros (MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y

OCHO EUROS CON VEINTICINCO CÉNTIMOS), que se corresponde con el 5%

del Volumen de negocio total 2021.

Frente a  la  comisión  de  prácticas  restrictivas  de  la  competencia  por  operadores

económicos y con la finalidad de detener la infracción y de restaurar las condiciones

de competencia  en  el  mercado la  Comisión Europea,  la  CNMC y  las  autoridades

autonómicas  de  defensa  de  la  competencia  pueden  adoptar  diversas  medidas.

Tradicionalmente  las  sanciones  administrativas  han  sido  el  principal  instrumento

para luchar contra esas prácticas restrictivas y así la multa ha sido el medio con el

que las autoridades de competencia castigan al infractor y persiguen una finalidad

disuasoria,  tanto  para  ese  infractor  como  para  el  resto  de  los  operadores

económicos. Pero la sanción no es la única medida reactiva del derecho ante esas

actuaciones. Entre esos otros instrumentos que existen para garantizar que se pueda

poner fin a los comportamientos que falsean y distorsionan el libre funcionamiento

del mercado, eliminando o reduciendo la competencia y perjudicando el bienestar del

consumidor se encuentran los “Remedios” (Remedies), los cuales tienen por objeto

obligar  al  infractor  a  cesar  en  su  conducta  ilícita,  y  al  mismo  tiempo  persigue

eliminar o corregir sus efectos y restaurar la competencia en el mercado, siendo el

destinatario de esas medidas ese infractor que habrá de cumplirlas y ponerlas en

práctica.  Para  ello  las  autoridades  de  competencia  pueden,  como  hemos  visto,

acordar  en  la  Resolución  imponer  condiciones  u  obligaciones  determinadas,  que

pueden ser de dos categorías: de comportamiento y estructurales.

Son cuatro, fundamentalmente, los hechos acreditados que implican el uso abusivo

del poder de dominio por parte de las empresas denunciadas:

- La prohibición de acceso a las salas
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- El sistema de reserva de salas en favor de la empresa funeraria matriz de

TANATORIO DE POIO

-  El  uso  de  descuentos  de  forma  no  equitativa  y  discriminatorios  sin

argumentación objetiva que los justifique

-  La  utilización  de  las  tarifas  de  forma  no  equitativa  sin  justificación

económica alguna

Nos encontramos, pues, con una conducta unilateral ejercida por dos empresas del

mismo grupo, que actuando con unidad de decisión trasladan el monopolio legítimo

del que una de ellas dispone en el mercado de tanatorio de Poio (TANATORIO DE

POIO S.L.) a otros conexos, como el que desarrolla SEPELIOS SAN MARCOS, con la

finalidad  de  excluir  a  los  competidores  en  ese  mercado  anexos  al  negarles  la

posibilidad de acceder a la sala del tanatorio para obligar a contratar los servicios de

la  empresa  matriz  (SEPELIOS  SAN  MARCOS)  a  quienes  quieran  utilizarla  y  por

emplear  una  política  de  precios,  descuentos  y  reservas,  que  no  persigue  otra

finalidad que la de contribuir a esa exclusión del tanatorio de Poio de potenciales

rivales.

Por lo tanto, este pleno de la CGC también acordó, establecer unas obligaciones a las

empresas, que son las siguientes:

- Que  TANATORIO  DE  POIO,  en  el  plazo  de  tres  meses  a  contar  desde  la

firmeza de esta Resolución, deberá establecer un sistema con el que se pueda

acreditar que el uso de las salas del tanatorio se concede por el orden de su

solicitud y que esa concesión o denegación se notifica al interesado. No se

impone  un  modelo  de  sistema,  y  se  deja  a  la  empresa  que  determine  el

mismo, siempre que con él se pueda comprobar que la sala del tanatorio se

concede por orden de solicitud y que TANATORIO DE POIO contesta a las

solicitudes  de  sala  realizadas  por  parte  de  las  empresas  funerarias.  Esta

obligación implicará el cese del criterio actual de reservas que TANATORIO

DE  POIO  concede  solo  en  favor  de  la  empresa  funeraria  SEPELIOS  SAN

MARCOS. Copia de ese acuerdo deberá presentarlo en esta CGC en el plazo

de tres meses a contar desde su aprobación por la empresa TANATORIO DE
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POIO certificado por  persona que pueda actuar  como representante de la

empresa.

- Que TANATORIO DE POIO deberá de cesar en la aplicación no equitativa de

los descuentos y para ello deberá de fijar criterios objetivos de descuentos en

las cuantías y modalidades que la propia empresa determine y que puedan

conocer todos los usuarios de ese tanatorio. Ese acuerdo deberá de adoptarse

en el plazo de tres meses a contar desde la firmeza de esta Resolución. Será

TANATORIO DE POIO quien decida si fija o no descuentos y, de establecerlos,

los criterios para determinar esos descuentos, pero deberá de hacerlos de

manera equitativa para todos los usuarios garantizando que todos tengan

conocimientos de los mismos.  Esta obligación implicará el  cese del actual

sistema de aplicación no equitativo de descuentos sin afectar ni interferir en

la actividad económica de la empresa ni en su política comercial. Copia de ese

acuerdo y  el  medio  de dar conocimiento del mismo a todas las empresas

usuarias del tanatorio deberá ser remitido a esta CGC en el plazo de tres

meses a contar desde su aprobación por TANATORIO DE POIO certificado por

persona  que  pueda  actuar  como  representante  de  la  empresa.  Esta

documentación  estará  garantizada  con  la  confidencialidad  que  preside  la

actividad de esta CGC.

- Que TANATORIO DE POIO deberá de aplicar los criterios tarifarios que ella

apruebe de forma equitativa entre los  usuarios del  tanatorio.  La empresa

decidirá, como hasta ahora, las tarifas que aplica, pero no podrá continuar

con  el  actual  sistema  de  aplicación  no  equitativo  de  algunos  conceptos

tarifarios.  En  caso  de  permitir  que  las  empresas  funerarias  puedan  solo

alquilar las salas aportando cada una de ellas sus propios medios materiales

y personales para todos los servicios relacionados, deberá de hacerlo constar

expresamente en  las  tarifas  que  apruebe para que  todas las  empresas lo

conozcan.  Ese  acuerdo  deberá  de  adoptarse  en  el  plazo  de  tres  meses  a

contar desde la firmeza de esta Resolución. Copia de ese acuerdo deberá ser

remitido a esta CGC en el plazo de tres meses a contar desde su aprobación

certificado por persona que pueda actuar como representante de la empresa.

Esta documentación estará garantizada con la confidencialidad que preside la
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actividad de esta CGC.

- Que  para  acreditar  el  cumplimento  de  lo  anterior  TANATORIO  DE  POIO

deberá enviar a la Comisión Gallega de la Competencia durante el plazo de

tres años, a contar desde la firmeza de esta Resolución las copias exactas y

completas  de  todas  las  facturas  emitidas  por  dicha  empresa,  así  como

también  copia  del  Libro  Registro  del  Tanatorio.  Dicho  envío  deberá  de

realizarse semestral o anualmente a elección de la empresa y certificado por

persona que pueda actuar como representante de la empresa. Como se ha

visto en esta Resolución, las facturas aportadas por TANATORIO DE POIO,

tras  la  solicitud  de  documentación  acordada  en  las  actuaciones

complementarias aprobadas por este Pleno el 11 de julio de 2022, han servido

para comprobar  la  aplicación no equitativa de los descuentos y conceptos

tarifarios por parte de TANATORIO DE POIO. También se ha visto que por

medio del Libro Registro se ha podido conocer y cruzar esa información con la

relación  de  facturas.  Con  esta  obligación  que  se  impone,  la  CGC  podrá

comprobar  la  aplicación  equitativa  tanto  de  las  tarifas  como  de  los

descuentos respecto de todos los fallecidos velados en ese tanatorio sin que

ello  implique  distorsión  alguna  en  la  actividad  económica  de  la  empresa,

estando esta documentación garantizada con la confidencialidad que preside

la actividad de esta CGC.

Para finalizar, se recoge la resolución del Pleno de la CGC con relación al expediente:

PRIMERO.  –  Declarar  acreditada  la  existencia  de  una  conducta  prohibida  por  el

artículo 2 LDC, constitutiva de infracción muy grave, desarrollada por las empresas

SEPELIOS SAN MARCOS, S.L. y TANATORIO DE POIO, S.L. tipificada en su apartado 2,

letras a) La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u otras condiciones

comerciales  o  de  servicios  no  equitativos;  y  letra  c)  La  negativa  injustificada  a

satisfacer las demandas de compra de productos o de prestación de servicios.

SEGUNDO.  –  Declarar  que  la  conducta  prohibida  se  tipifica  como infracción  muy

grave, del artículo 62.1 letra b) LDC.

TERCERO. – Declarar responsables de la infracción a las empresas SEPELIOS SAN
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MARCOS, S.L. y TANATORIO DE POIO, S. L.

CUARTO. – Imponer a las empresas SEPELIOS SAN MARCOS, S.L. y TANATORIO DE

POIO, S. L. las siguientes sanciones:

SEPELIOS  SAN  MARCOS,  S.L.:  81.526,66  (OCHENTA Y  UN  MIL  QUINIENTOS

VEINTISEIS EUROS CON SESENTA y SEIS CÉNTIMOS), que se corresponde con

el 2,5% del Volumen de negocio total del 2021.

TANATORIO DE POIO,  S.L.:  1.888,25 euros (MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y

OCHO EUROS CON VEINTICINCO CÉNTIMOS), que se corresponde con el 5%

del Volumen de negocio total del 2021.

QUINTO. – Instar a las empresas SEPELIOS SAN MARCOS, S.L. y TANATORIO DE POIO,

S.  L.  para  que  en  el  futuro  se abstengan  de  realizar  conductas  semejantes  a  la

tipificada y sancionada en la presente Propuesta de Resolución u otras análogas que

puedan  restringir  la  competencia  ambas  empresas  se  abstengan  de  realizar  las

conductas sancionadas.

SEXTO. - Instar a TANATORIO DE POIO para que en el plazo de tres meses a contar

desde la  firmeza de esta  Resolución establezca  un sistema con  el  que se pueda

acreditar que el uso de las salas del tanatorio se concede por el orden de su solicitud

y que esa concesión o denegación se notifica al interesado. Copia de ese acuerdo

deberá  presentarlo  en  esta  CGC  en  el  plazo  de  tres  meses  a  contar  desde  su

aprobación por TANATORIO DE POIO.

SÉPTIMO. - Instar a TANATORIO DE POIO para que cese en la aplicación no equitativa

de los descuentos y para ello fije unos criterios objetivos de descuentos objetivos en

las cuantías y modalidades que la propia empresa determine y que puedan conocer

todos los usuarios de ese tanatorio. Ese acuerdo deberá de adoptarse en el plazo de

tres  meses  a  contar  desde la  firmeza  de  esta  Resolución.  Copia  de  ese  acuerdo

deberá  ser  remitido  a  esta  CGC  en  el  plazo  de  tres  meses  a  contar  desde  su

aprobación y certificado por persona que pueda actuar como representante de la

empresa.

OCTAVO. - Instar a TANATORIO DE POIO para que aplique los criterios tarifarios que
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establezca de forma equitativa entre los usuarios tanatorio. En caso de permitir que

las empresas funerarias puedan solo alquilar las salas aportando cada una de ellas

sus propios medios materiales y personales para todos los servicios relacionados, así

deberá de hacerlo constar expresamente en las tarifas que apruebe.  Ese acuerdo

deberá de adoptarse en el plazo de tres meses a contar desde la firmeza de esta

Resolución. Copia de ese acuerdo deberá ser remitido a esta Comisión Gallega de la

Competencia en el plazo de tres meses a contar desde su aprobación y certificado

por persona que pueda actuar como representante de la empresa.

NOVENO. - Instar a TANATORIO DE POIO a que envíe a esta Comisión Gallega de la

Competencia las copias exactas y completas de todas las facturas por ella emitidas

durante el plazo de tres años, a contar desde la firmeza de esta Resolución. Dicho

envío  deberá  de  realizarse  semestral  o  anualmente  a  elección  de  la  empresa  y

certificado por persona que pueda actuar como representante de la empresa

DÉCIMO. - Instar a la Subdirección de Investigación de la Comisión Gallega de la

Competencia para que vigile y cuide del cumplimiento íntegro de esta resolución.
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EXPEDIENTES

Nº TIPO FECHA
RESOLUCIÓN

NOMBRE

5/2022 Artículo 1 de la
LDC

16/12/2022 Consejo Gallego de Economistas

INICIO Por denuncia ante al CNMC

FINAL Archivo IMPORTE N/A

EXTRACTO

Con fecha 16 de diciembre de 2020 tuvo entrada en la Comisión Nacional de los

Mercados y de la Competencia (CNMC), una denuncia, identificada como 170-GAL-

06-62/21 COLEGIOS DE ECONOMISTAS presentada por dos colegiados del Colegio de

Economistas  de  Pontevedra,  a  título  personal,  contra  el  CONSEJO  GALLEGO  DE

ECONOMISTAS  (Consejo  Gallego  de  Colegios  de  Economistas),  por  presuntas

prácticas contrarias a la Ley 15/2007, de 3 de julio , de Defensa de la Competencia

(LDC) y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). 

La denuncia se dirige contra el Consejo Gallego de Colegios de Economistas cuyo

funcionamiento  se  rige  por  el  Decreto  60/2018,  de  24  de  mayo,  por  lo  que  se

aprueban los estatutos del Consejo Gallego de Colegios de Economista.

En concreto, se denuncia al CONSEJO GALLEGO DE ECONOMISTAS, del que forman

parte los cuatro colegios de economistas de A Coruña, Lugo, Ourense y Pontevedra,

por la imposición, tanto de una cuota, como de otros requisitos adicionales a los

colegiados,  tanto  de  Galicia  como  del  resto  de  España,  y  a  los  profesionales

homólogos de los demás países de la Unión Europea (UE), para poder ser incluidos en

los  Turnos  de  los  “TAP  (Turnos  de  Actuaciones  Profesionales)”,  como  peritos

economistas,  expertos  independientes,  mediadores  civiles  y  mercantiles,  y  como

administradores concursantes en el territorio de la comunidad autónoma de Galicia.

Con fecha 10 de enero de 2022, la Dirección de Competencia de la CNMC trasladó la

Subdirección  de Investigación de la Comisión Gallega de la Competencia (SUBDIC),

copia de la referida denuncia que se había presentado en ese organismo, asignándola

a la Comisión Gallega de la Competencia, según los criterios de asignación previstos

en la Ley 1/2002, de 21 de febrero , de Coordinación de competencia entre el Estado y

las  comunidades  autónomas  en  materia  de  defensa  de  la  competencia  ,
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identificándola  con  la  referencia  CNMC  170  GAL-06-62/21  COLEGIOS  DE

ECONOMISTAS.

A la vista de los hechos denunciados, a SUBDIC, al amparo del artículo 49.2 LDC,

decidió iniciar una información reservada, (IR), identificada cómo IR 22/2020, Consejo

Gallego de Economistas.

La SUBDIC inicia el  procedimiento,  solicitando información al  Consejo Gallego de

Economistas, con ampliación del plazo inicial de presentación e documentación. Así

mismo, se le requirió a los denunciantes la ratificación de los hechos denunciados así

como  la  documentación  que  permita  constatar  la  veracidad  de  los  hechos

denunciados, lo que se produce el 04/04/2022.

Con  fecha  22/04/2022  se  remite  a  este  Pleno  por  parte  de  la  Subdirección  de

Investigación  (SUBDIC)  propuesta  de  archivo  de  las  actuaciones  de  información

reservada  desarrolladas,  identificadas  cómo  IR  22/2020,  Consejo  Gallego  de

Economistas y la no incoación de expediente sancionador por los hechos denunciados

por dos colegiados del Colegio de Economistas de Pontevedra, a título personal, al

no apreciar indicio de práctica prohibida por los artículos 1, 2 y 3 LDC, respeto de las

actuaciones desarrolladas por el Consejo Gallego de Colegios de Economistas y los

cuatro  colegios  que  lo  integran  (los  colegios  de  A  Coruña,  Lugo,  Ourense  y

Pontevedra) en las condiciones fijadas para establecer el procedimiento y requisitos

para el acceso las listas o turnos de los “Turnos de Actuación profesional (TAP)”.

Con base a la propuesta de archivo, la CGC redactó la propuesta de resolución en la

que se incluye el objeto de la misma, así como el análisis de los hechos denunciados

y, que se pueden resumir en lo siguiente:

1º.-  Como indica la  SUBDIC en la  propuesta elevada  al  Pleno,  de  acuerdo con la

información aportada desde lo Colegio Gallego de Economistas, los requisitos para

la inscripción voluntaria en los TAP de los cuatro colegios de Economistas de Galicia

desde 2021 son los que se indican en el cuadro reproducido en la propuesta, en el

que no aparece cuota alguna de contenido económico.

2º.-  No resulta acreditado que exista, al  menos desde 2021 exigencia de pago de

cuota  alguna,  algo  que  existió  con  anterioridad  en  un  solo  de  los  colegios,
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concretamente lo de Pontevedra. 

En este punto es necesario precisar que la eventual fijación de alguna cuota para

acceder  a  las  listas  únicamente  sería  contrario  la  competencia  se  había  ido

discriminatoria  respeto  de  alguno  de  los  potenciales  solicitantes  o  había  sido

desproporcionada, esto es, no había respondido al coste efectivo que había supuesto

la  gestión de las citadas listas,  pues en tal  caso se podría  cómo una barrera de

entrada como lo había debido ser, también en su caso, la exigencia de disponer de

oficina abierta en la demarcación de referencia.

3º.- A juicio de la SUBDIC, procede señalar de manera expresa que el acuerdo  por lo

que  se  fijan  las  condiciones  de  acceso  las  listas  y  se  suprime  cualquier  pago,

permitiendo que una misma solicitud permita incorporarse a todas ellas no infringe

el artículo 1 LDC pues no tiene por objeto ni efecto impedir, restringir o falsear la

competencia, puede reputarse abusivo, en los términos del artículo 2 LDC, ni supone

acto desleal algún que falsee la competencia  afectando al  interés público,  como

exige el artículo 3 LDC, por lo que considera procedente proponer al Pleno el archivo

de las actuaciones desarrolladas como información reservada identificada cómo IR

22/2020  Consejo  Gallego  de  Economistas,  y  la  no  incoación  de  expediente

sancionador el no apreciar indicios de conducta prohibida por los artículos 1, 2 o 3

LDC, conforme al artículo 39.3 de la citada norma.

4º.-  La Valoración de este Pleno debe resolverse sobre la  base de la instrucción

realizada,  y  si  las  prácticas  investigadas  y  realizadas  por  él  Consejo  Gallego  de

Economistas son constitutivas de infracción y vulneración de la LDC.

5º-  Teniendo  en  cuenta  los  precedentes  existentes  en  la  CNMC  cómo  en  otras

Autoridades autonómicas de competencia , y confrontando los hechos denunciados

con la información aportada por el Consejo Gallego de Economistas, centrando la

cuestión esencial de la denuncia en la presunta existencia de un trato discriminatorio

y, por lo tanto, contrario a la competencia, de la fijación de una cuota económica que

privilegiaría a los colegiados gallegos frente a los del resto de España y de la Unión

Europea que habían tenido el deseo de apuntarse en las TAP que los colegios de

economistas gallegos remiten anualmente a los decanatos de los órganos judiciales

y la  otros organismos públicos al objeto de que por los mismos se proceda a la
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designación  de  los  peritos  correspondientes  tal  y  como  prevén  las  diversas

normativas aplicables no procede la incoación de un expediente sancionador por los

hechos investigados al no apreciarse indicio alguno de infracción de los artículos  1, 2

y/o 3 LDC y, en concreto, del artículo 3, falseamiento de la libre competencia por

actos  desleales  capaces  de  distorsionar  el  normal  funcionamiento  de  la  libre

competencia con afectación el interés público que supone una infracción de la Ley

15/2007, de 3 de julio,  de Defensa de la Competencia,  por lo que el Pleno de la

Comisión Gallega de la Competencia aprueba la siguiente propuesta de resolución:

Primero.- El artículo 49.2 LDC prevé que ante la noticia de la posible existencia de

una infracción de la legislación de competencia, la Subdirección de Investigación de

la  CGC  poda  realizar  una  información  reservada,  con  el  fin  de  determinar  con

carácter preliminar se concurren las circunstancias que justifiquen la incoación de un

expediente  sancionador,  conforme  al  procedimiento  establecido  en  la  Ley  de

Defensa de la Competencia.  

Segundo.  -  Verificada,  en su caso,  la  información reservada,  el  artículo 49.3  LDC

prevé  que  el  Pleno,  tras  recibir  la  correspondiente  propuesta  de  la  Subdirección

General  de  Investigación,  podrá  acordar  la  no  incoación  de  los  procedimientos

derivados de la presunta realización de las conductas prohibidas por los artículos 1, 2

y 3 LDC y acordar el archivo de las actuaciones cuando considere que no existen

indicio de infracción de la legislación de competencia.

Tercero.-  Con  base  a  lo  anteriormente  dicho,  este  Pleno  acuerda  archivar  el

procedimiento  recogido  en  el  expediente  IR  22/2020,  Consejo  Gallego  de

Economistas.

Cuarto.-  Se  le  comunique  esta  resolución  a  Subdirección  de  Investigación  y  los

interesados  en  el  expediente,  haciendo  saber  que  a  misma  pone  fin  a  vía

administrativa  y  que  pueden  interponer  contra  la  eres  recurso  contencioso-

administrativo ante la Sala de lo contencioso administrativo del Tribunal Superior de

Xustiza de Galicia en el plazo de dos meses a contar desde la notificación.
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EXPEDIENTES

Nº TIPO FECHA
RESOLUCIÓN

NOMBRE

6/2022 Artículo 1 de la
LDC

27/12/2022 Sistema eFidelius

INICIO Por  remisión  de  la  Agencia  para  la  Modernización  Tecnológica  de
Galicia (AMTEGA)

FINAL Archivo IMPORTE N/A

EXTRACTO

Con fecha 10.02.2022, la Agencia para la Modernización Tecnológica de Galicia (en

adelante,  «AMTEGA»),  remitió  a  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia  (CGC),

siguiendo la recomendación de la Intervención General de la Comunidad Autónoma

de Galicia, una denuncia sobre la posible existencia de prácticas anticompetitivas,

junto  con  la  copia  del  expediente  de  contratación  pública,  identificado  como

«Expediente 2017/PA/0041 Servicio Evolución Funcional «Sistema eFidelius», por la

posible existencia de indicios de una conducta colusoria prohibida por la Ley 15/2007,

de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (LDC), por parte de las mercantiles CORE

GRID, SL. (NIF. B87709341) y VITEL, SA. (NIF. A28872133).

Antecedentes:

La  Agencia  para  la  Modernización  Tecnológica  de  Galicia  (AMTEGA),  convocó  el

expediente  de  contratación  pública  “Expediente  2017/PA/0041  Servicio  Evolución

Funcional Sistema eFidelius”, que se publicó en el Diario Oficial de Galicia (DOG) y en

los correspondientes diarios oficiales mediante la Resolución de AMTEGA, de 5 de

junio de 2017, por la que se anuncia la licitación, sujeta a regulación armonizada, por

el  procedimiento  abierto  y  tramitación  ordinaria  del  servicio  de  evolución,

mantenimiento y soporte especializado del sistema de grabación de vistas orales

eFidelius, cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional en el marco del

programa operativo Feder Galicia 2014-2020 (expediente 2017/PA/0041) cuyo objeto

era el servicio de evolución, mantenimiento y soporte especializado del sistema de

registro de eFidelius. Dicha licitación se rigió por el Texto Refundido de la Ley de

Contratos del Sector Público, aprobada por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14

de  noviembre  y  siendo  la  AMTEGA  el  Poder  adjudicador  y  se  presentaron  las
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empresas CORE GRID, S.L. (NIF. B87709341) y VITEL, S.A. (NIF. A28872133).

Por Resolución del 18.10.2017 de la AMTEGA le adjudicó la realización del contrato

del citado servicio de evolución, mantenimiento y soporte especializado del sistema

de grabación de vistas orales eFidelius, a la empresa CORE GRID, S.L.

La  intervención  General  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Galicia,  en  su  INFORME

DEFINITIVO  AUDITORÍA  DE  OPERACIONES,  FEDER_2021_12,  alerta  de  la  posible

existencia de indicios de una conducta colusoria prohibida por la Ley 15/2007, de 3 de

julio, de Defensa de la Competencia (LDC) por parte de las mercantiles CORE GRID,

S.L. y VITEL, S.A. y la AMTEGA con fecha 10.02.2022, remite a la Subdirección de la

Comisión  Gallega de  la  Competencia  (CGC),  una denuncia  junto  con la  copia  del

expediente  de  contratación  pública,  identificado  como «Expediente  2017/PA/0041

Servizo Evolución Funcional «Sistema eFidelius», siguiendo la recomendación de la

Intervención General de la Comunidad Autónoma de Galicia, por la posible existencia

de indicios de una conducta colusoria prohibida por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de

Defensa de la Competencia (LDC).

Con fecha 18.03.2022, se resuelve el trámite de asignación previsto en la Ley 1/2002,

de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades

Autónomas en materia de Defensa de la Competencia, confirmando la competencia

para  conocer  de  la  denuncia  referida  a  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia,

conforme a los criterios de asignación recogidos en la misma, al considerar que los

hechos  denunciados  alterarían  la  competencia  únicamente  en  el  ámbito  de  la

Comunidad Autónoma de Galicia,  sin que afecte a un ámbito superior  al  de esta

Comunidad Autónoma ni al conjunto del territorio nacional. Asignada la competencia

a la Comisión Gallega de la Competencia, la Subdirección de Investigación (SUBDIC)

inició, al amparo del artículo 49.2 LDC, una información reservada, identificada con la

referencia IR 3/2022, Sistema eFidelius.

En fecha 03.05.2022, la SUBDIC acordó incoar el presente expediente sancionador,

identificado como S 3/2022, Sistema eFidelius, contra las mercantiles CORE GRID, SL.

(NIF.  B87709341)  y  VITEL,  SA.  (NIF.  A28872133),  al  apreciar  indicios  racionales  de

prácticas prohibidas por los artículos 1 y 3 LDC, de acuerdo con lo dispuesto en su

artículo 49.1 de la LDC y 28 RLDC, en virtud de las atribuciones que se confiere a la
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SUBDIC por el artículo 36.2.a) de los Estatutos del Instituto Gallego de Consumo y de

la Competencia (EIGCC).

En el curso de la instrucción, la SUBDIC requirió a la AMTEGA con fecha 18/05/2022

diferente información y documentación que fue remitida el 01/06/2022 e incorporada

al expediente.

El  19/11/2022  fue  notificada  a  los  interesados  la  PROPUESTA  DE  PRESCRIPCIÓN

RESOLUCIÓN DE LA PR EFIDELIUS, sin remitir ninguna notificación a la SUBDIC y con

fecha  27.12.2022  el  Pleno  de  la  CGC  se  reunió  para  deliberar  y  aprobar  esta

Resolución.

La resolución recoge como hechos probados que las solicitudes de participación en

dicha licitación pública presentadas por ambas empresas (únicas participantes en la

licitación)  lo  hicieron  como  empresas  separadas  e  independientes  entre  sí,  se

presentaron de forma sucesiva en el tiempo, de forma tan inmediata que, de hecho,

son correlativos sus números de registro de entrada. Que las mismas tienen vínculos

entre  ellas,  como  participaciones  minoritarias  recíprocas;  si  bien,  son  empresas

independientes y diferenciadas y como tales concurrieron a la licitación en la que se

produjeron los hechos objeto del expediente sancionador. De hecho, se constata en

el informe emitido por la mesa de contratación, que la puntuación obtenida tras el

examen de la documentación presentada por ambas empresas como sobres B fue

idéntica, al ser la documentación presentada por ambas empresas sustancialmente

idénticas.

En  el  informe  emitido  se  recoge  la  caracterización  del  mercado,  el  mercado

relevante  del  producto,  el  mercado  geográfico,  así  como  los  fundamentos  de

derecho sobre el objeto de la resolución que es determinar la existencia o no de

conductas colusorias ante la presencia de indicios de prácticas prohibidas por la LDC

en las ofertas presentadas por  las empresas CORE GRID,  S.L.  y VITEL, S.A.  en el

expediente  de  contratación  pública  «Expediente  2017/PA/0041  Servizo  Evolución

Funcional  «Sistema  eFidelius»,  o  la  legislación  aplicable  y  el  análisis  de  otros

procedimientos, similares, en el ámbito de la competencia. 

Sin embargo, los plazos de prescripción de la infracción tuvieron que ser analizados
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con mucho detenimiento, sobre todo a raíz de la sentencia de 14.01.2021 del Tribunal

de Justicia de la Unión Europea (TJUE) que resuelve la cuestión prejudicial planteada

por  el  Tribunal  Supremo  de  lo  Contencioso-Administrativo  Finlandés  (TSF),  de

13.06.2019, en el asunto C-450/19 – Kilpailu- ja kuluttajavirasto por el cual se dicta

Sentencia en el que el TJUE aclara cuándo finaliza la participación en una infracción

por Bid-Rigging (manipulación de ofertas). 

Teniendo  todo  lo  anterior  en  cuenta,  lo  cual  se  detalla  en  la  resolución,  las

conclusiones aprobadas por el Pleno son las siguientes:

Primero.-  La  valoración  jurídica  que  se  efectúa  en  el  presente  expediente

sancionador debe partir del hecho de que la práctica que se enjuicia se produce en el

marco de una licitación pública.

Segundo.- Con relación a la posible existencia de prescripción de la infracción, la

CNMC ha dictado numerosas resoluciones en las que se considera que finalizan con

la adjudicación de la última licitación afectada, pero subraya siempre la persistencia

de efectos hasta la finalización de la ejecución del contrato (a modo de ejemplo, las

resoluciones  de  los  expedientes  S/0226/10,  Licitaciones  de  carreteras,  S/0453/12,

Rodamientos  Ferroviarios  y  S/0481/13,  Construcciones  modulares).  Lo  mismo  ha

resuelto la Autoridad Catalana de la Competencia, en la resolución del expediente

68/2015,  Alumbrado  público  2,  afirmó  inequívocamente  que,  a  efectos  de  la

prescripción,  la  duración  de  las  infracciones  no  finaliza  con  la  adjudicación  o

formalización del contrato, sino que debe tenerse en cuenta el período de ejecución

del  contrato  licitado,  en  el  que  perdurarían  los  efectos  de  cierre  de  mercado

provocados por la colusión.

Tercero. - Sin embargo, el pronunciamiento del TJUE sobre esta cuestión arrojó luz

sobre esta cuestión en el  asunto C-450/19  y,  siguiendo la  línea  apuntada por  el

Abogado General Giovanni Pitruzzella en sus conclusiones, dictaminó que los efectos

que producen este tipo de prácticas desaparecen, en principio, en el momento de la

celebración del contrato entre el adjudicatario y el órgano de contratación.

Cuarto.-  A pesar de las  resoluciones dictadas por diversos organismos (como las

señaladas de la CNMC) sobre los plazos de prescripción de una infracción, estas se
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dictaron antes de la sentencia ya señalada del TJUE, la cual limitará la aplicación de

la  LDC a las  licitaciones  públicas,  por  lo  que  resulta  fundamental  que  haya  una

mayor agilidad (y mayor celo) en la actuación de las mesas de contratación en la

detección y denuncia de actuaciones que puedan ser constitutivas de infracciones

anticompetitivas en las licitaciones públicas, para evitar futuras prescripciones en

supuestos de infracción de la LDC.

Quinto.-  Esta  CGC  considera  que  los  hechos  se  entienden  acreditados,  ya  que

apuntan de modo inequívoco a la posible comisión de una infracción tipificada por el

artículo  1  de  la  LDC,  pero  la  potestad  sancionadora  de  la  Administración  no  es

absoluta ni ilimitada y tiene que ajustarse a los requisitos formales, como el hecho

de que la presunta infracción examinada no haya prescrito, pues esta circunstancia

hace decaer la  capacidad del  órgano administrativo para sancionar en aras de la

imprescindible  seguridad  jurídica  cuya  salvaguardia  le  está  igualmente

encomendada, como ocurre en este caso, aplicando la sentencia,  ya indicada,  del

TJUE.

Sexto. - En este sentido, se ha constatado que la fecha en que se ha formalizado el

contrato entre la AMTEGA y la empresa CORE GRID, S.L. es el 12.12.2017. Dado que,

desde esa fecha, a la de denuncia la (10.02.2022) y al propio inicio del expediente

sancionador (03.05.2022) han transcurrido más de cuatro años (plazo máximo que

prescribe  el  artículo  68.1  DLC,  para  las  infracciones  muy  graves),  y  aplicando la

sentencia del Tribunal Europeo, se entiende que hay prescripción de la infracción

cometida.

En virtud de todo lo anterior, el Pleno de la CGC resuelve:

Primero. - En virtud de lo dispuesto en el artículo 50.4 LDC, declarar la prescripción

de  la  presunta  infracción  objeto  del  presente  expediente  sancionador  y,  en

consecuencia, el archivo del mismo.

Segundo.-  Comunicar  esta  resolución  a  la  Subdirección  de  Investigación  y  a  los

interesados  en  expediente,  haciendo  saber  que  la  misma  pone  fin  a  la  vía

administrativa  y  que  pueden  interponer  contra  ella  recurso  contencioso-

administrativo ante la Sala do Contencioso Administrativo do Tribunal Superior de
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Justicia de Galicia en el plazo de dos meses a contar desde la notificación.

3. Revisión judicial de las actuaciones de la CGC

1º.- La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia del 3 de octubre de 2022

confirmó la Resolución de la CGC 5/2021 Licitación suministro USC y la sanción en ella

impuesta.

La  Sección  003  de  la  Sala  de  lo  contencioso-administrativo  del  Tribunal  Superior  de

Justicia de Galicia confirmó la Resolución 5/2021, de 30 de diciembre, Licitación suministro

USC, aprobada por la Comisión Gallega de la Competencia (CGC) al desestimar el recurso

contencioso  presentado  por  ELÍAS  JADRAQUE S.A.  contra  la  misma.  Dicha  Resolución

declaró  acreditada  la  existencia  de  una  conducta   prohibida  por  el  artículo  1  LDC,

constitutiva de infracción desarrollada por las empresas Monteverde Equipamientos S.L. y

Elías Jadraque S.A., de colusión en un contrato público, concretamente, en el Expediente

identificado como 2019/CSUA1/000010 “Suministro de  una línea de equipamiento  para

realización de láminas de madera unidas mediante finger-joint“. Dicha conducta prohibida

se tipifica, a los efectos de la determinación de la sanción, como infracción muy grave, del

artículo 62.1  letra la) LDC. En esta Resolución fue impuesta una sanción de 70.586,06

euros, aparejada a la prohibición de contratar a la sociedad mercantil  “Elías Jadraque,

S.A.” que fue confirmada por la sentencia y ante la cual no se ha interpuesto recurso de

casación dentro del plazo establecido.

2º-  La  Providencia  del  Tribunal  Supremo del  3  de  noviembre  de  2022  que  acordó la

inadmisión  a  trámite  del  recurso  de  casación  nº  690/2022  presentado por  la  entidad

ARRIVA Galicia  S.L.  contra la  sentencia  nº 430/2021  de 5 de  noviembre de  la  Sección

Tercera de la Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de

Galicia, que confirmaba la Resolución de la CGC 3/2020, de 8 de julio de 2020,  Arriva

Noroeste S.L. (en la actualidad Arriva Galicia, S.L.).

“La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo

acuerda la inadmisión a trámite del recurso de casación n.º 690/2022 preparado por la

representación  procesal  de  la  entidad  ARRIVA  GALICIA  SL,  contra  la  sentencia  n.º

430/2021,  de  5  de  noviembre,  de  la  Sección  Tercera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-
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administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, por la que se desestima el

recurso contencioso-administrativo nº 7330/2020 interpuesto contra la resolución de la

Comisión Gallega de la Competencia por la que se declara la existencia de infracción por

incurrir en prácticas de falseamiento de la competencia por actos desleales con relación a

la  aportación  de  determinada  información  con  ocasión  de  la  licitación  pública  de  un

contrato como de su cumplimiento.”

Anteriormente, la Sección 003 de la Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal

Superior  de  Justicia  de  Galicia  confirmó  la  Resolución  3/2020,  de  8  de  julio,  Arriva

Noroeste S.L. (en la actualidad Arriva Galicia S.L.) aprobada por la Comisión Gallega de la

Competencia (CGC) al desestimar el recurso contencioso presentado por Arriva Galicia

S.L. contra la misma. Dicha Resolución declaró acreditada la existencia de una infracción

del artículo 3 de la Ley de Defensa de la Competencia consistente en el falseamiento de la

libre competencia por actos desleales consistente en la aportación de información que no

era cierta tanto en la licitación pública convocada para la gestión del servicio público de

transporte  regular  de  viajeros  de  uso  general  por  carretera  denominado  XG-533  “A

Mariña,  Viveiro,  Ribadeo,  con  anexos”,  así  como,  una  vez  resuelto  el  concurso,  en  el

momento del cumplimiento por parte de la empresa que resultó adjudicataria. En esta

Resolución  fue  impuesta  una  sanción  de  192.030  euros  a  Arriva  Galicia  S.L.  que  fue

confirmada por la sentencia.
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4.- Plan de actividades y objetivos 2023

El funcionamiento eficiente de los mercados y la existencia de una competencia efectiva

son  principios  básicos  de  la  economía  de  mercado,  la  cual  impulsa  y  promueve  la

productividad de los factores y la competitividad general de la economía en beneficio de

los consumidores. Con el objeto de preservar estos principios, el Decreto 118/2016, de 4

de agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo y de la Competencia y se

aprueban  sus  estatutos  articula  el  funcionamiento  de  la  Comisión  Gallega  de  la

Competencia (CGC). La CGC es la encargada de la aplicación en la Comunidad Autónoma

de Galicia  de  la  Ley  15/2007,  de 3  de  julio,  de  defensa  de  la  competencia,  según  los

criterios establecidos por la Ley 1/2002, de coordinación de competencias entre el Estado

y las comunidades autónomas en materia de defensa de la competencia y tiene por objeto

promover la competencia efectiva en beneficio de los consumidores y usuarios. Para ello

el  Decreto  118/2016  y  la  Ley  de  Defensa  de  la  Competencia  le  otorga  funciones  que

abarcan,  entre  otras,  la  aplicación  del  derecho  de  la  competencia  para  investigar  y

sancionar conductas restrictivas, funciones consultivas y de promoción de la competencia.

Por  tanto,  dentro  de  las  funciones  esenciales  que  desarrollan  las  Autoridades  de

Competencia  que  forman  parte  del  denominado  sistema  español  de  defensa  de  la

competencia debemos de distinguir entre defensa y promoción de la competencia.

4.1.- Defensa de la competencia

El  objetivo  de  la  Ley  de  Defensa  de  la  Competencia,  y  por  tanto  de  la  CGC  como

aplicadora de esta ley en Galicia, es restablecer la equidad en los mercados cuando la

conducta  de  los  operadores  económicos  encaje  en  algunos  de  los  supuestos

contemplados en los artículos 1, 2 y 3 de la Ley de Defensa de la competencia, es decir

actuaciones  que  consistan,  entre  otras,  en  pactar  precios,  repartirse  los  clientes  o

repartirse  zonas  geográficas,  abusar  de  su  posición  de  dominio  o  de  falseen  la

competencia por actos desleales cuando afecten al interés general.
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Durante el año 2023 se resolverán los expedientes que, tras el correspondiente trámite de

determinación de la autoridad competente realizado entre la CGC y la CNMC se asignen a

la Comunidad Autónoma. De acuerdo con lo previsto en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de

Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia

de Defensa de la Competencia. Dispone en su art. 1.3 que:

“Corresponderá a las Comunidades Autónomas con competencias en la materia el

ejercicio en su territorio de las competencias reconocidas en la Ley 16/1989, de 17

de julio, de Defensa de la Competencia, respecto de los procedimientos que tengan

por objeto las conductas previstas en los artículos 1, 6 y 7 de la mencionada Ley,

cuando  las  citadas  conductas,  sin  afectar  a  un  ámbito  superior  al  de  una

Comunidad Autónoma o al conjunto del mercado nacional, alteren o puedan alterar

la libre competencia en el ámbito de la respectiva Comunidad Autónoma.”

Una vez asignado a la CCAA se tramitará la correspondiente Información Reservada por

parte  de  la  Subdirección  de  Investigación.  Estas  diligencias  conlleva  el  análisis  de

consultas, informaciones, sectores y prácticas que antes de poder calificarse de conductas

prohibidas y dar lugar, en su caso, a un procedimiento sancionador, deben investigarse y

analizarse  por  parte de  la  Subdirección de Investigación  para valorar  la  existencia  de

suficientes indicios de infracción de la LDC. Este trabajo de análisis  e investigación se

clasifica bajo la reseña de “Información Reservada” y su desarrollo puede dar lugar a uno o

varios procedimientos sancionadores, en el caso de que se estime que existen indicios

suficientes de infracción. 

En  caso  de  dar  lugar  a  la  incoacción  continuará  con  la  elaboración  del  Pliego  de

Concreción de Hechos (PCH), con la presentación de alegaciones por los interesados a ese

PCH, con la propuesta de Resolución redactada por la Subdirección de Investigación y la

presentación,  en  su  caso,  de  alegaciones  por  los  interesados  a  esta  Propuesta  de

Resolución.

La existencia de un plazo temporal para la resolución de estos expedientes los convierte

en  la  prioridad  de  actuación  de  la  CGC.  El  plazo  máximo  para  la  resolución  de  los

expedientes es de 18 meses a contar desde la fecha de su incoacción, pero está en tramite
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en  el  Congreso  de  los  Diputados  una  modificación  legislativa,  que  de  aprobarse,

significará la ampliación de dicho plazo hasta los 24 meses.

En la tramitación de estos expedientes existe el deber de secreto, conforme al art. 43 de

la  Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia, y unicamente se puede dar

publicidad al acuerdo de incoacción aprobado por la Subdirección de Investigación y a la

Resolución definitiva  aprobada por el Pleno de la CGC.

 

4.2.- Promoción de la competencia

La promoción de la competencia es otra de las funciones esenciales que desarrollan las

Autoridades de la Competencia que consiste en fomentar el funcionamiento competitivo

dos  mercados,  a  través  de  una  pluralidad  de  herramientas  y  mecanismos  no

sancionadores  que  pueden  ser  consultas,  emisión  de  informes  u  organización  o

participación  en  jornadas.  Por  la  promoción  de  la  competencia  se  difunden  valores

positivos  asociados  la  existencia  de  una  competencia  efectiva  en  los  mercados,

fundamentalmente para prevenir la aparición de conductas anticompetitivas.

Del Decreto 118/2016, de 4 de agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo

y de la Competencia y se aprueban sus estatutos se pueden categorizar en tres los tipos

de informes que, dentro de la labor de promoción de la competencia, puede aprobar la

CGC: 

a) Informes de Promoción de la Competencia (IPRO), por medio del cual la CGC quiere

manifestar su posición sobre los problemas de competencia que se están detectando en

los diferentes ámbitos económicos en Galicia,

b)  Informes de  función  consultiva  (IFC)  que  se  emiten sobre  cuestiones relativas  a  la

defensa de la competencia, a solicitud del Parlamento de Galicia, el Consello de la Xunta

de Galicia, sus conselleiros o conselleiras, corporaciones locales de Galicia, asociaciones

de personas consumidoras y usuarias o de empresarios/as o productores/as,

c) Informes de proyectos normativos (IPN).
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Los dos últimos se emite a instancia de terceros,  por lo que no se puede determinar

cuantos  aprobará  el  Pleno  de  la  la  CGC  durante  el  año  2023,  así  como tampoco  su

contenido ni las entidades que los solicitarán.

En cuanto a Informes de Promoción de la Competencia los previstos a realizar durante el

año 2023 por parte de la CGC además de continuar con el Informe sobre los accesos

ferroviarios a Galicia desde la perspectiva del derecho de la competencia se realizarán los

siguientes:

a) Análisis de la aplicación de las políticas de compliance en materia de competencia por

parte de las empresas gallegas. 

Cada  vez  existe  una  mayor  preocupación  entre  los  operadores  económicos  por  la

detección de posibles riesgos que se pueden producir en el seno de de los mismos y que

puedan suponer  una infracción de la  normativa española o europea de defensa de la

competencia. No siempre esas conductas son aprobadas o conocidas por los órganos de

dirección de esas empresas, pero ello no exime a esa organización de su responsabilidad y,

en su caso, de la posible incoación del  correspondiente expediente sancionador por la

autoridad que sea competente.

Es cierto que la implantación de programas de cumplimiento se encuentra muy extendida

en el  ámbito empresarial,  sobre  todo en  materia  penal  como consecuencia  de  la  Ley

Orgánica 5/2010, de 22 de junio, sobre la responsabilidad penal de las personas jurídicas,

ya que en ella se estableció la posibilidad de beneficiarse de una exención o atenuación de

la pena en caso de tener implantado por parte de esa persona jurídica un sistema de

cumplimiento  efectivo.  También  las  empresas  han  extendido  estos  programas  de

cumplimiento  a  otra  esferas  normativas  como  la  laboral,  medioambiental,  o  de

ciberseguridad y también en materia de defensa de la competencia, pero en la medida en

que  la  legislación  de  competencia  no  prevé  expresamente  que  la  existencia  de  un

programa de  cumplimiento  pueda actuar  como razón  de  exención  o  reducción de  las

sanciones en caso de infracción de la normativa antitrust. 

La  reciente  entrada  en  vigor  de  la  Ley  2/2023,  de  20  de  febrero,  reguladora  de  la

protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra

la  corrupción  ha  impuesto  la  obligación  para  todas  las  empresas  de  más  de  50
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trabajadores  de  implantar  canales  de  denuncia  como  cauce  para  la  comunicación  de

infracciones de distinta índole, lo que ha puesto de actualidad  la necesidad de definir y

llevar a cabo un programa o sistema de gestión de compliance que permita identificar y

evaluar  los  riesgos  legales  a  los  que  se  ve  expuesta  la  empresa  por  incumplir  esa

normativa normativa, entre ella la de competencia.

Dentro  de  las  labores  de  promoción  que  desarrollan  las  autoridades  de  competencia

señalamos el año pasado el fomento del Compliance en este ámbito. Por ese motivo a lo

largo del año 2022 la CGC, dentro de su actividad de promoción de los programas de

cumplimento  en  el  ámbito  empresarial  de  Galicia,  ha  participado  en  Jornadas  sobre

políticas de Compliance.

El siguiente paso que quiere realizar la CGC es la de realizar un Informe de Promoción de

la Competencia para poder conocer la aplicación, entre las mas importantes empresas de

Galicia, de las políticas de cumplimiento en materia de competencia establecidas para la

detección  de  posibles  riesgos  que  puedan  suponer  una  infracción  de  la  normativa

española o europea de defensa de la competencia.

b).- También se analizará la aplicación de los remedies por las autoridades autonómicas de

la competencia como instrumento de garantía para la efectividad de sus Resoluciones,

como instrumento  para el cese de la infracción sancionada y el restablecimiento de la

legalidad así como la eliminación de las distorsiones que esa conducta ha originado a la

competencia y la prevención de futuras conductas anticompetitivas.

Además  de  las  órdenes  de  cesación  en  la  conducta  prohibida  que  acompaña  a  toda

resolución  sancionadora  existen  otros  remedios  destinados  a  restaurar  la  libre

competencia en el mercado, removiendo sus efectos y previniendo que esas conductas

vuelvan a ocurrir en el futuro. 

Los “remedios” tienen por objeto obligar al infractor a cesar en su conducta ilícita, y al

mismo tiempo persigue eliminar o corregir sus efectos y restaurar la competencia en el

mercado, siendo el destinatario de esas medidas ese infractor que habrá de cumplirlas y

ponerlas  en práctica.  Para  ello  las  autoridades  de  competencia  pueden  acordar  en  la

Resolución  imponer  condiciones  u  obligaciones  determinadas,  que  pueden  ser  de  dos

categorías: de comportamiento y estructurales. 
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Pero  esas  condiciones  u  obligaciones  que  se  impongan  en  las  resoluciones  de  las

autoridades de competencia deberán de garantizar que: 

a)  Han de  ser  remedios  idóneos  o adecuados  para  el  propósito  con  el  que  se

emplean, 

b) Han de ser indispensables para conseguir el objetivo que se persigue, 

c)  Ha de ser la  alternativa menos restrictiva para el  desarrollo de la  actividad

económica por las empresas,

d) Ha de ser proporcional a la finalidad con la que se impone, como ha señalado en

diversas  ocasiones  el  Tribunal  de  Justicia  de  la  Union  Europea,  como  en  su

sentencia de 29 de junio de 2010, asunto C-441/07P (Comisión v. Alrosa Company

Ltd)  en  relación  con  la  fijación  de  compromisos  en  un  procedimiento  de

conformidad de acuerdo con el art. 9 del Reglamento (CE) 1/2003. 

Con ese objetivo de eliminar y corregir esas conductas así como restaurar la competencia

en el mercado, la CGC ha impuesto en alguna Resolución al amparo del artículo 53.2 de la

Ley de Defensa de la Competencia, una serie de obligaciones a las empresas sancionadas.

Obligaciones  que  son  las  menos  restrictivas  para  la  actividad  económica  de  esos

operadores que no condicionan ni la política comercial, ni de precios o descuentos de las

empresas  sancionadas  y  que  no fueron  más allá  de  lo  necesario  para alcanzar  el  fin

perseguido. Esos remedios eran, a juicio de la CGC, los adecuados y necesarios para poner

fin a la infracción, eliminando las conductas que habían implicado una infracción y que

permitían a la CGC comprobar la ejecución de las mismas. 

La novedad de la aplicación de estos remedios en las resoluciones como instrumento para

garantizar  la  mayor  efectividad de  la  recuperación  de  la  competencia  en  el  mercado

afectado se analizará en un Informe de Promoción de la  Competencia. En él se tratará de

examinar los remedios obligacionales que se han adoptado por las autoridades de defensa

de la competencia,  los problemas que suscitan en la práctica, con el objetivo de poder

determinar actuaciones futuras de la CGC.

c) Actualización del Informe sobre la prórroga de las concesiones de los servicios públicos

municipales, que se había realizado en el año 2022 en el marco de la colaboración con la
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CNMC en el programa sobre  Municipios y competencia:  “El impacto de las actuaciones

públicas municipales sobre la competencia”.

La Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia (CNMC) en colaboración con

las  Autoridades  de  Competencia  Autonómicas  desarrollan  el  proyecto  “Municipios  y

competencia”  basado  en  la  confección  de  colecciones  de  “historias”  que  analizan  las

situaciones  de  competencia  surgidas  en  diferentes  sectores  y  ámbitos  de  actuación

municipal. Desde la Comisión Gallega de la Competencia (CGC) se participó en el referido

proyecto analizando las distintas realidades que rodean las concesiones de los servicios

públicos y en concreto las prórrogas de los contratos de las concesiones de servicios

públicos (abastecimiento/tratamientos de aguas, residuos sólidos urbanos y transporte).

El  documento de trabajo realizado dentro del programa de colaboración con la CNMC

contenía una análisis somero de las prácticas de las siete ciudades gallegas, no analizando

sectores o instituciones, sino dinámicas y prácticas reflexionando desde el punto de vista

de la competencia la relación de esta con la intervención pública municipal, conteniendo e

identificando recomendaciones o indicaciones que puedan resultar de utilidad. 

El objetivo de este Informe de Promoción de la Competencia es actualizar ese informe así

como analizar el cumplimento de las recomendaciones contenidas en el mismo.  

4.3.- Formación en materia de competencia

Durante el año 2023 la CGC continuará colaborando con la EGAP para la formación de

funcionarios  en  materia  de  competencia  con  especial  atención  a  la  esfera  de  la

contratación pública y la protección de los consumidores. En el año 2022 la CGC participó

en el curso “Competencia y derecho de la Unión Europea: la defensa de la competencia en

los procesos de contratación pública” que se desarrollo entre septiembre y octubre.

En este mismo sentido la CGC colaborará durante el año 2023 con el  Observatorio de

Contratación Pública. 
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4.4.-  Colaboración  con  la  CNMC  y  las  autoridades  autonómicas  de
competencia

Durante el  año 2023 la  CGC continuará participando en las  reuniones del  Consejo de

Defensa  de  la  Competencia  que  se  celebran  en  Madrid.  El  Consejo  de  Defensa  de  la

Competencia es el órgano de colaboración, coordinación e información recíproca entre el

Estado  y  las  Comunidades  Autónomas  para  promover  la  aplicación  uniforme  de  la

legislación de competencia y aparece regulado en la  Ley 1/2002, de 21 de febrero, de

Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia

de Defensa de la  Competencia.  En ese Consejo están representadas las  Comunidades

Autónomas  con  competencias  en materia  de  defensa de  la  competencia  y  asisten  un

número igual de representantes de la Administración General del Estado nombrados por

la Ministra de Economía.  En colaboración con los representantes de otras autoridades

autonómicas de competencia se tratará de defender una mayor presencia y peso de  las

autoridades autonómicas  en  los  proyectos  legislativos  que  afecten a  la  normativa  de

competencia y a las funciones de las autoridades de competencia y que este año se está

tramitando por medio de modificaciones de otros textos legislativos como fue a través

de:

a) Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año

2023 que en su Disposición final décima novena modificó la Disposición adicional octava

de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector público en los ámbitos de la

defensa  y  de  la  seguridad  disponiendo  que  los  órganos  de  contratación,  la  Junta

Consultiva de Contratación Pública del Estado y los órganos competentes para resolver el

recurso especial en materia de contratación notificarán a la Comisión Nacional de los

Mercados y la Competencia  o,  en su caso,  a la  autoridad de competencia  autonómica

correspondiente cualesquiera hechos de los que tengan conocimiento en el ejercicio de

sus  funciones  que  puedan  constituir  infracción  de  la  legislación  de  defensa  de  la

competencia.

b)  Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año

2023 que en su Disposición final vigésima séptima modificó el apartado 1 del art. 150 de la

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen

al ordenamiento jurídico español  las Directivas del  Parlamento Europeo y del  Consejo
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2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, de tal manera que en los contratos

sujetos a regulación armonizada que celebren cualquiera de las entidades sujetas a la

LCSP, si se apreciasen indicios fundados de conductas colusorias en el procedimiento de

contratación en tramitación el órgano de contratación, de oficio o a instancia de la mesa

de contratación,  los trasladará con carácter previo a la adjudicación del contrato a la

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o,  en su caso, a la autoridad de

competencia autonómica correspondiente con el fin de que, en el plazo de 20 días hábiles,

emita  un  informe  sobre  el  carácter  fundado o  no  de  tales  indicios  con  la  inmediata

suspensión de la licitación. 

c) Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen

sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción que en su Disposición final

tercera introduce una nueva disposición adicional duodécima modifica en la Ley 15/2007,

de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

d)  Proyecto  de  Ley  por  la  que  se  crea  la  Autoridad  Administrativa  Independiente  de

Defensa  del  Cliente Financiero  para  la  resolución  extrajudicial  de  conflictos  entre  las

entidades financieras y sus  clientes, aprobado por el Pleno del Congreso y remitido al

Senado en el que a través de una serie de enmiendas al articulado de ese Proyecto de Ley

se modifican los artículos 36, 39, 50, 52 y 63  de la Ley de Defensa de la Competencia y se

añade un artículo 50 bis referente al procedimiento de transacción. 

Durante el año 2023 la CGC continuara participando en los Grupos de trabajo creados

entre la CNMC y las autoridades autonómicas de defensa de la competencia. Seguiremos

defendiendo una visión descentralizada y autonomista del derecho de la competencia,

colaborando con el resto de Autoridades autonómicas de Competencia . 

Durante el año 2023 la CGC tratará de continuar e intensificar la colaboración con la

sección  de  Derecho  y  Política  de  la  Competencia  y  Protección  al  Consumidor  de  la

Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). En 2022 la

CGC participó on line en el Sexto periodo de sesiones del  Grupo Intergubernamental de

Expertos en Derecho y Política de la Competencia que tuvo lugar los días 20 a 22 de julio

formando parte de la Delegación que, por parte de España, asistió al mismo. 
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La CGC continuará formando parte del proyecto “Municipios y competencia” en el que

colaboran la CNMC y las autoridades autonómicas de Competencia. 

4.5.- Contratación pública

Como  ya  señalamos  en  otras  memorias,  la  relación  entre  contratación  pública  y

competencia  es  un  tema  que  presenta  una  cierta  novedad.  No  es  hasta  fechas  muy

recientas cuando las Autoridades que formamos parte del Sistema Español de Defensa de

la  Competencia  empezamos  a  otorgar  la  atención  que  requiera  la  aplicación  a  la

contratación pública de la LDC de acuerdo con el peso que la misma tiene en la económica

nacional.

Es innegable la posición preeminente de la contratación pública como uno de los pilares

de  las  economías  nacionales  de  todos  los  países  de  la  Unión  Europea (UE)  ya  que  la

contratación pública representa alrededor del 14 % del PIB de la UE conforme a los datos

de la Comisión y de acuerdo con la OCDE el impacto económico de la contratación pública

en los países miembros de la misma alcanza el 15 % del PIB.

En España, de acuerdo con el Informe anual de supervisión de la contratación pública en

España  de  la  Oficina  Independiente  de  Regulación  y  Supervisión  de  la  Contratación

(OIReScon) correspondiente al año 2022, el nivel de gasto en contratación pública de 2021

alcanzó el 11,49% del Producto Interior Bruto (PIB) y el 22,71% del total del gasto público,

tal y como se refleja en las estadísticas del “Government at a Glance” recogidas por la

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) en el “OECD.Stat”. En

relación con el PIB, la contratación pública experimentó un ascenso porcentual en el año

2020, estabilizándose en 2021, como consecuencia de la crisis generada por el Covid-19.

Durante 2021, en España se efectuaron 162.086 licitaciones (un 22,70% más que en 2020),

por  un importe  total  (PBL,  sin  incluir  impuestos)  de 96.855,44 millones  de euros  (un

54,49% más que en el año precedente). Siendo el Sector Público Autonómico el mayor

promotor de licitaciones en importe económico, con un total de 35.417,68 millones de

euros (el 36,57%), el Sector Público Estatal fue, de los tres sectores, el que convocó el

menor  número de  licitaciones,  quedando en importe  económico  muy ligeramente  por
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encima del Sector Público Local, con un total de 30.935,50 millones de euros. Por último el

Sector  Público  Local,  es  el  que  mayores  licitaciones  realizó  pero  representando  en

conjunto el menor peso en cuanto a volumen por importe económico (30.502,26 millones

de euros).

Con la entrada en vigor de las directivas sobre contratación y su transposición por al Ley

de Contratos del Sector Publico de 2017 (Ley 9/2017, de 8 de noviembre) cuando se ve

mayor implicación por  parte de los  órganos de contratación en la  lucha contra estas

actuaciones

¿Porque  se  debe  de  aplicar  la  competencia  también  a  la  contratación  pública?  ¿Que

ventajas tiene la competencia ? La competencia efectiva garantiza:

a) la asignación eficiente de los recursos,

b) fomenta la productividad de los agentes económicos e

c) incentiva la innovación.

Los costes económicos para la Administración, y por tanto para el contribuyente, por la

falta de competencia en la contratación pública son muy elevados. La CNMC estima que

en ausencia de presión concurrencial se pueden originar desviaciones medias, al alza, del

25% del presupuesto de la contratación pública. Por todos estos motivos, las autoridades

de competencia  se  muestran  especialmente  activas  en  la  aplicación  de  la  política  de

competencia  en  la  contratación  pública.  Por  ejemplo  un  32%  de  los  expedientes

tramitados  por  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia  desde  el  año  2019  fueron

expedientes  que  tenían  por  objeto  analizar  casos  de  infracción  de  las  normas  de

competencia  en  una  contratación  pública.  En  la  ACCO,  (Autoridad  Catalana  de  la

Competencia) un 40% de los expedientes tramitados por  la  Autoridad Catalana de la

Competencia durante el año 2021 fueron expedientes que tenían por objeto analizar casos

de colusión en la contratación pública. En la Autoridad Vasca de la Competencia un 33%

de los  expedientes tramitados durante el  año 2021 tuvieron relación con contratación

publica.

Durante el año 2023 seguirá la CGC prestando una especial atención en la vigilancia en

materia de contratación pública como mercado con riesgo de colusión.
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4.6.- Función arbitral de la CGC

De acuerdo con el art. 26.2 del  Decreto 118/2016 de 4 de agosto que regula la Comisión

Gallega de la Competencia le corresponde a la misma: 

l) Realizar las funciones de arbitraje entre operadores económicos, de acuerdo con

la Ley de defensa de la competencia.

Hasta ahora ni la CGC ni ninguna otra Autoridad que forma parte del denominado sistema

español de Defensa de la Competencia han realizado ningún tipo de arbitraje en materia

de defensa de la   competencia.  La  CGC quiere  analizar  el  año 2023 la posibilidad de

actuación en esa vía, que en todo caso requiere el sometimiento a ello de los operadores

afectados.
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